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Caso Comunidad Indígena Yakye Axa. Paraguay

Obligación de respetar los derechos, Deber de adoptar 
disposiciones de derecho interno, Derecho a la vida, 
Garantías judiciales, Propiedad privada, Protección 
judicial, Obligación de reparar

Hechos de la demanda: supuesta violación de los artículos 4o. (Derecho 
a la Vida); 8o. (Garantías Judiciales); 21 (Derecho a la Propiedad Priva-
da) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana, en relación 
con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 (Obligación de Res-
petar los Derechos) y 2o. (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho 
Interno) de la misma, en perjuicio de la Comunidad indígena Yakye Axa 
del Pueblo Enxet-Lengua y sus miembros. La Comisión alegó que el 
Estado no ha garantizado el derecho de propiedad ancestral de la Comu-
nidad indígena Yakye Axa y sus miembros, ya que desde 1993 se encon-
traría en tramitación la solicitud de reivindicación territorial de la citada 
Comunidad, sin que se haya resuelto satisfactoriamente. De acuerdo con 
lo manifestado por la Comisión en su demanda, lo anterior ha significado 
la imposibilidad de la Comunidad y sus miembros de acceder a la propie-
dad y posesión de su territorio y ha implicado mantenerla en un estado 
de vulnerabilidad alimenticia, médica y sanitaria, que amenaza en forma 
continua la supervivencia de los miembros de la Comunidad y la integri-
dad de la misma.

Fecha de interposición de la denuncia ante la comisión: 10 de enero 
de 2000

Fecha de interposición de la demanda ante la Corte: 17 de marzo de 
2003
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Etapa de Fondo, Reparaciones y Costas

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fon-
do Reparaciones y Costas, Sentencia del 17 de junio de 2005, Serie C, 
No. 125.

Voto Razonado del Juez Alirio Abreu Burelli
Voto Disidente Conjunto de los Jueces Antônio A. Cançado Trindade 

y Manuel E. Ventura Robles
Voto Razonado del Juez Ramón Fogel

Composición de la Corte: Sergio García Ramírez, Presidente; Alirio 
Abreu Burelli, Vicepresidente; Oliver Jackman, Juez; Antônio A. Cança-
do Trindade, Juez; Cecilia Medina Quiroga, Jueza; Manuel E. Ventura 
Robles, Juez; Diego García-Sayán, Juez, y Ramón Fogel Pedroso, Juez 
ad hoc; presentes, además, Pablo Saavedra Alessandri, Secretario; y Emi-
lia Segares Rodríguez, Secretaria Adjunta.

Artículos en análisis: 4o. (Derecho a la vida); 8o. (Garantías judicia-
les); 21 (Propiedad privada) y 25 (Protección judicial) de la Convención 
Americana, en relación el artículo 1.1 (Obligación de respetar los dere-
chos) y 2o. (Deber de adoptar disposiciones de derecho interno); 63.1 
(Obligación de reparar) de la Convención Americana.

Otros instrumentos y documentos citados

Convenio No. 169 de la OIT: artículo 14.3——
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Na-——
ciones Unidas en su Observación General 14 sobre el derecho al 
disfrute del más alto nivel posible de salud.
Organización de las Naciones Unidas. Doc. E/C.12/1999/5. El ——
derecho a una alimentación adecuada (art. 11), (20º período de 
sesiones, 1999).
Organización de las Naciones Unidas. Doc. E/C.12/2000/4. El ——
derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (artículo 
12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales), (22º período de sesiones, 2000).
Organización de las Naciones Unidas. Doc. HRI/GEN/1/Rev.7. ——
El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de 
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Derechos Económicos, Sociales y Culturales), (29º período de 
sesiones 2002).

Asuntos en discusión: A) Fondo: Prueba (consideraciones genera-
les, principio del contradictorio, recepción y valoración): Prueba do-
cumental, Prueba testimonial, Valoración de la prueba: Valoración de 
la prueba documental (prueba de hecho superviniente, documentos de 
prensa); Valoración de la prueba testimonial y pericial; Consideracio-
nes previas (igualdad ante la ley de comunidades indígenas); Violación 
de las Garantías judiciales (artículo 8o.) y Protección judicial (artículo 
25) en relación con la Obligación de respetar los derechos (artículo 1.1) 
y el Deber de adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2o.) 
(recurso judicial efectivo, pueblos indígenas): a) Existencia de un proce-
dimiento efectivo para la reivindicación de tierras indígenas (existencia 
del recurso, plazo razonable): i. Proceso de reconocimiento de líderes; 
ii. Proceso de reconocimiento de personería jurídica; iii. Proceso admi-
nistrativo de reivindicación de tierras (principio effet utile); b) Proce-
dimiento penal instaurado en contra de los miembros de la Comunidad 
(derecho a un abogado); Violación del Derecho a la Propiedad privada 
(artículo 21) en relación con la Obligación de respetar los derechos (ar-
tículo 1.1) y el Deber de adoptar disposiciones de derecho interno (artí-
culo 2o.) (interpretación evolutiva de los tratados de derechos humanos, 
propiedad comunitaria de los pueblos indígenas); Violación del Derecho 
a la vida (artículo 4.1) en relación con la obligación de respetar los dere-
chos (artículo 1.1) (condiciones de vida mínimas compatibles con la dig-
nidad de la persona humana, condiciones de salud, especial situación de 
niños y ancianos). B) Reparaciones: Obligación de reparar (aplicación 
del artículo 63.1) (consideraciones generales, restitutio in integrum): A) 
Beneficiarios (significación colectiva de la reparación), B) Daño mate-
rial (concepto, alcance), C) Daño inmaterial (concepto, alcance, sen-
tencia como forma de reparación, fondo de desarrollo comunitario), D) 
Otras formas de reparación (medidas de satisfacción y garantías de no 
repetición): a) Entrega de los territorios tradicionales a la Comunidad 
indígena Yakye Axa, b) Suministro de bienes y servicios básicos, c) Ade-
cuación de la legislación interna a la Convención Americana, d) Acto 
público de reconocimiento de responsabilidad internacional, e) Publi-
cación y difusión de las partes pertinentes de la Sentencia de la Corte; 
Costas y gastos; Modalidad de cumplimiento.
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A) Fondo

Prueba (consideraciones generales, principio del contradictorio, 
recepción y valoración)

28. Antes de examinar las pruebas ofrecidas, la Corte realizará, a la luz 
de lo establecido en los artículos 44 y 45 del Reglamento, algunas con-
sideraciones desarrolladas en la jurisprudencia del Tribunal y aplicables 
a este caso.

29. En materia probatoria rige el principio del contradictorio, que res-
peta el derecho de defensa de las partes. El artículo 44 del Reglamento 
contempla este principio, en lo que atañe a la oportunidad en que debe 
ofrecerse la prueba para que haya igualdad entre las partes.1

30. Según la práctica del Tribunal, al inicio de cada etapa procesal las 
partes deben señalar qué pruebas ofrecerán en la primera oportunidad 
que se les concede para pronunciarse por escrito. Además, en ejercicio 
de las potestades discrecionales contempladas en el artículo 45 de su Re-
glamento, la Corte o su Presidente podrán solicitar a las partes elementos 
probatorios adicionales como prueba para mejor resolver, sin que ello se 
traduzca en una nueva oportunidad para ampliar o complementar los ale-
gatos, salvo que el Tribunal lo permita expresamente.2

31. La Corte ha señalado, en cuanto a la recepción y valoración de la 
prueba, que los procedimientos que se siguen ante ella no están sujetos 
a las mismas formalidades que las actuaciones judiciales internas, y que 
la incorporación de determinados elementos al acervo probatorio debe 
ser efectuada prestando particular atención a las circunstancias del caso 
concreto y teniendo presentes los límites que impone el respeto a la se-
guridad jurídica y al equilibrio procesal de las partes. Además, la Corte 
ha tenido en cuenta que la jurisprudencia internacional, al considerar que 
los tribunales internacionales tienen la potestad de apreciar y valorar las 

1		 Cfr. Caso Caesar, Sentencia del 11 de marzo de 2005, Serie C, No. 123, párr. 41; 
Caso de las Hermanas Serrano Cruz, Sentencia del 1 de marzo de 2005, Serie C, No. 120, 
párr. 31, y Caso Lori Berenson Mejía, Sentencia del 25 de noviembre de 2004, Serie C, 
No. 119, párr. 62.

2		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 32; Caso Lori Beren-
son Mejía, supra nota 1, párr. 63; y Caso Molina Theissen. Reparaciones (art. 63.1 Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia del 3 de julio de 2004, Serie C, 
No. 108, párr. 22. 
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pruebas según las reglas de la sana crítica, no ha establecido una rígida 
determinación del quantum de la prueba necesaria para fundar un fallo. 
Este criterio es válido para los tribunales internacionales de derechos hu-
manos, que disponen de amplias facultades en la valoración de la prueba 
rendida ante ellos sobre los hechos pertinentes, de acuerdo con las reglas 
de la lógica y con base en la experiencia.3

32. Con fundamento en lo anterior, la Corte procederá a examinar y 
valorar los elementos probatorios documentales remitidos por la Comi-
sión, los representantes y el Estado en diversas oportunidades procesales 
o como prueba para mejor resolver que les fue solicitada por el Tribunal, 
así como la prueba pericial y testimonial rendida ante la Corte durante la 
audiencia pública, todo lo cual conforma el acervo probatorio del presen-
te caso. Para ello el Tribunal se atendrá a los principios de la sana crítica, 
dentro del marco legal correspondiente.

Prueba documental

33. La Comisión Interamericana aportó prueba documental al presen-
tar la demanda (supra párr. 10).

34. Los representantes presentaron varios anexos como prueba docu-
mental, junto al escrito de solicitudes y argumentos y a los alegatos fina-
les escritos (supra párrs. 11 y 24).

35. El Estado aportó prueba documental al presentar su escrito de con-
testación a la demanda y durante la celebración de la audiencia pública 
en el presente caso (supra párrs. 12 y 21).

36. El señor Bartomeu Melia i Lliteres, perito propuesto por la Comi-
sión y los representantes, presentó documentación al momento de rendir 
su declaración ante la Corte Interamericana en la audiencia pública cele-
brada en el presente caso. (supra párr. 21)

37. Los representantes y el Estado remitieron parte de la documenta-
ción solicitada como prueba para mejor resolver (supra párrs. 25 y 27)

38. La Comisión, los representantes (supra párr. 15) y el Estado (su-
pra párrs. 15 y 20) remitieron las declaraciones rendidas ante fedatario 
público (affidávit) en respuesta a lo dispuesto por el Presidente en la Re-
solución del 31 de enero de 2005 (supra párr.14). […]

3		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 42; Caso Hermanas Serrano Cruz, supra nota 
1, párr. 33, y Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 1, párr. 64.
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Prueba testimonial

39. El 4 y 5 de marzo de 2005 la Corte recibió en audiencia pública las 
declaraciones de los testigos y peritos propuestos por la Comisión Intera-
mericana y por los representantes (supra párr. 21). […]

Valoración de la prueba

Valoración de la prueba documental (prueba de hecho 
superviniente, documentos de prensa)

40. En este caso, como en otros,4 el Tribunal admite el valor probato-
rio de aquellos documentos presentados por las partes en su oportunidad 
procesal, o como prueba para mejor resolver de conformidad con el artí-
culo 45.2 de su Reglamento, que no fueron controvertidos ni objetados, 
ni cuya autenticidad fue puesta en duda.

41. Por otra parte, la Corte admite, de conformidad con el artículo 44 
del Reglamento, la prueba presentada por los representantes en relación 
con los hechos supervinientes a la presentación de la demanda (supra 
párr. 24).5

42. De igual forma, el Tribunal considera útil los documentos presen-
tados por los representantes junto con sus alegatos finales escritos, en re-
lación con las costas y gastos (supra párr. 24), los cuales serán valorados 
teniendo en cuenta las observaciones del Estado (supra párr. 26).

43. En relación con los testimonios y los peritajes escritos rendidos 
ante fedatario público (affidávits) por los testigos y peritos propuestos por 
la Comisión y los representantes y por el Estado (supra párrs. 38.a, 38.b, 
38.c, 38.d, 38.e, 38.f, 38.g y 38.h), conforme a lo dispuesto por el Presi-
dente mediante Resolución del 31 de enero de 2005, la Corte los admite 
en cuanto concuerdan con el objeto que fue definido en la referida Resolu-
ción y los valora en el conjunto del acervo probatorio, aplicando las reglas 
de la sana crítica y tomando en cuenta las observaciones presentadas por 

4		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 46; Caso de las Hermanas Serrano Cruz, 
supra nota 1, párr. 37, y Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 1, párr. 77.

5		 Cfr. Caso De la Cruz Flores, Sentencia del 18 de noviembre de 2004, Serie C, No. 
115, párr. 58; Caso Myrna Mack Chang, Sentencia del 25 de noviembre de 2003, Serie C, 
No. 101, párr. 128; y Caso Bulacio, Sentencia del 18 de septiembre de 2003, Serie C, No. 
100, párr. 57.
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las partes (supra párr. 22). En este sentido, la declaración del señor Albino 
Fernández, por tratarse de una de las presuntas víctimas y tener un inte-
rés directo en este caso, no puede ser valorada aisladamente, sino dentro 
del conjunto de las pruebas del proceso. Como ya ha señalado esta Corte, 
en materia tanto de fondo como de reparaciones, las declaraciones de las 
presuntas víctimas, así como las de sus familiares, son útiles en la medida 
en que pueden proporcionar mayor información sobre las alegadas viola-
ciones que pudieren haber sido perpetradas y sus consecuencias.6

44. La Corte considera útiles para la Resolución del presente caso los 
documentos presentados por el Estado durante la audiencia pública del 
presente caso (supra párr. 21), así como la documentación presentada por 
el perito Bartomeu Meliá i Lliteres (supra párr. 21), máxime cuando no 
fueron controvertidos ni objetados, ni su autenticidad o veracidad fueron 
puestas en duda, por lo cual este Tribunal los agrega al acervo probatorio, 
de conformidad con el artículo 45.1 del Reglamento.

45. El Estado objetó “la ‘declaración unilateral’ del [señor] Esteban 
López, rendida ante Escribano Público, respecto a ‘certificar’ el falle-
cimiento de las personas en cuyo nombre reclama indemnizaciones”, la 
cual fue remitida por los representantes como parte de la prueba para me-
jor resolver (supra párr. 26). Este Tribunal considera útil dicha declara-
ción y la valora en el conjunto del acervo probatorio, aplicando las reglas 
de la sana crítica y tomando en cuenta las observaciones presentadas por 
el Estado. Por lo tanto, se agrega al acervo probatorio, conforme al artí-
culo 45.1 del Reglamento.

46. Finalmente, en cuanto a los documentos de prensa presentados por 
las partes, este Tribunal ha considerado que aún cuando no tienen el ca-
rácter de prueba documental propiamente dicha, podrían ser apreciados 
cuando recojan hechos públicos y notorios, declaraciones de funcionarios 
del Estado o corroboren aspectos relacionados con el presente caso.7

Valoración de la prueba testimonial y pericial

47. En relación con las declaraciones rendidas por los testigos pro-
puestos por la Comisión, los representantes y el Estado en el presente 

6		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 47; Caso de las Hermanas Serrano Cruz, 
supra nota 1, párr. 40; y Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 1, párr. 78.

7		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 43; Caso Lori Beren-
son Mejía, supra nota 1, párr. 80, y Caso De la Cruz Flores, supra nota 9, párr. 70.
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caso (supra párr. 39.a, 39.b, 39.c, 39.d, 39.e, 39.f y 39.g), la Corte los 
admite en cuanto concuerden con el objeto del interrogatorio establecido 
por el Presidente mediante Resolución del 31 de enero de 2005 (supra 
párr. 14) y les da valor probatorio.

48. En este sentido, este Tribunal estima que el testimonio de los seño-
res Esteban López, Tomás Galeano e Inocencia Gómez (supra párr. 39.a, 
39.b y 39.c), por tratarse de presuntas víctimas y tener un interés directo 
en este caso, no puede ser valorado aisladamente, sino dentro del conjun-
to de las pruebas del proceso. Por las razones ya señaladas por el Tribunal 
(supra párr. 43), estos testimonios resultan útiles en el presente caso.8

49. Por lo expuesto, la Corte apreciará el valor probatorio de los docu-
mentos, declaraciones y peritajes presentados por escrito o rendidos ante 
ella. Las pruebas presentadas durante el proceso han sido integradas a un 
solo acervo, que se considera como un todo.9

Consideraciones previas (igualdad ante la Ley 
de Comunidades Indígenas)

Debido a que el presente caso trata sobre los derechos de los miem-
bros de una comunidad indígena, la Corte considera oportuno recordar 
que, de conformidad con los artículos 24 (Igualdad ante la Ley) y 1.1 
(Obligación de Respetar los Derechos) de la Convención Americana, los 
Estados deben garantizar, en condiciones de igualdad, el pleno ejercicio 
y goce de los derechos de estas personas que están sujetas a su jurisdic-
ción. Sin embargo, hay que resaltar que para garantizar efectivamente 
estos derechos, al interpretar y aplicar su normativa interna, los Estados 
deben tomar en consideración las características propias que diferencian 
a los miembros de los pueblos indígenas de la población en general y que 
conforman su identidad cultural. El mismo razonamiento debe aplicar la 
Corte, como en efecto lo hará en el presente caso, para valorar el alcance 
y el contenido de los artículos de la Convención Americana, cuya viola-
ción la Comisión y los representantes imputan al Estado.

8		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 47, Caso de las Hermanas Serrano Cruz, 
supra nota 1, párr. 45, y Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 1, párr. 78.

9		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 46; Caso Lori Be-
renson Mejía, supra nota 1, párr. 87, y Caso Carpio Nicolle y otros, Sentencia del 22 de 
noviembre. 2004, Serie C, No. 117, párr. 75.
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Violación de las Garantías judiciales (artículo 8o.) 
y Protección judicial (artículo 25) en relación 
con la Obligación de respetar los derechos (artículo 1.1) 
y el Deber de adoptar disposiciones de derecho interno 
(artículo 2o.) (recurso judicial efectivo, pueblos indígenas)

61. La Corte ha señalado, en relación con el artículo 25 de la Conven-
ción, que

la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos 
reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma 
por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. En ese sen-
tido debe subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con que esté 
previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, 
sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha in-
currido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario 
para remediarla.10

62. Los recursos efectivos que los Estados deben ofrecer conforme 
al artículo 25 de la Convención Americana, deben ser sustanciados de 
conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8o. de la 
Convención), todo ello dentro de la obligación general a cargo de los 
mismos Estados de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 
reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 
jurisdicción.11 En este sentido, la Corte ha considerado que el debido 
proceso legal debe respetarse en el procedimiento administrativo y en 
cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos 
de las personas.12

63. En lo que respecta a pueblos indígenas, es indispensable que los 
Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus parti-
cularidades propias, sus características económicas y sociales, así como 

10		 Cfr. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, Sentencia del 31 de 
agosto de 2001, Serie C, No. 79, párr. 113; Caso Ivcher Bronstein, Sentencia del 6 de febre-
ro de 2001, Serie C, No. 74, párr. 136, y Caso Cantoral Benavides, Sentencia del 18 de 
agosto de 2000, Serie C, No. 69, párr. 164.

11		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 76; Caso 19 Comer-
ciantes, Sentencia del 5 de julio de 2004, Serie C, No. 109, párr. 194, y Caso Las Palme-
ras, Sentencia del 6 de diciembre de 2001, Serie C, No. 90, párr. 60.

12		 Cfr. Caso Baena Ricardo, Sentencia del 2 de febrero de 2001, Serie C, No. 72, 
párr. 127.
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su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, va-
lores, usos y costumbres (supra párr. 51).

64. En el presente caso, el análisis de los artículos 8o. y 25 de la Con-
vención debe hacerse desde dos perspectivas: a) debe analizarse si existe 
o no un procedimiento efectivo para responder a las reclamaciones terri-
toriales de los pueblos indígenas que reúna las características ya señala-
das; y b) debe establecerse si el procedimiento penal instaurado en con-
tra de los miembros de la Comunidad, seguido ante el Juez de Primera 
Instancia en lo Criminal y Correccional del Menor de la Circunscripción 
Judicial de Concepción, respetó las garantías consagradas en el artículo 
8.2 de la Convención Americana.

a) Existencia de un procedimiento efectivo para la reivindicación 
de tierras indígenas (existencia del recurso, plazo razonable)

65. Al analizar el proceso administrativo de reivindicación de tierras 
indígenas en el presente caso, la Corte examinará, en primer término, la 
existencia formal de un recurso que permita solicitar la reivindicación 
de tierras indígenas. En segundo término, compete a la Corte analizar la 
efectividad del mencionado recurso, lo que implica examinar, inter alia, 
el respeto al principio del plazo razonable. Para ello, la Corte recuerda 
que para determinar la razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un 
proceso es preciso tomar en cuenta tres elementos: a) complejidad del 
asunto, b) actividad procesal del interesado y c) conducta de las autori-
dades judiciales.13

66. En razón de lo anterior, el Tribunal analizará las distintas fases del 
procedimiento administrativo en el presente caso, a saber: i) el proceso 
de reconocimiento de los líderes de la Comunidad Yakye Axa; ii) el pro-
ceso de reconocimiento de personería jurídica a la mencionada Comuni-
dad; y iii) la efectividad del citado proceso de reivindicación de tierras.

i. Proceso de reconocimiento de líderes

67. En lo referente al reconocimiento de líderes, el artículo 12 de la 
Ley No. 904/81 dispone que

13		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 67; Caso Tibi, Sen-
tencia del 7 de septiembre de 2004, Serie C, No. 114, párr. 175, y Caso Ricardo Canese, 
Sentencia del 31 de agosto de 2004, Serie C, No. 111, párr. 141. 
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[l]os líderes ejercerán la representación legal de su comunidad. La nomi-
nación de los líderes será comunicada al Instituto [Paraguayo del Indíge-
na], el que la reconocerá en el plazo de treinta días a contar desde la fecha 
en que tuvo lugar dicha comunicación y la inscribirá en el Registro Nacio-
nal de Comunidades Indígenas.

68. La Corte ha constatado que el 15 de agosto de 1993 los miembros 
de la Comunidad Yakye Axa solicitaron al INDI el reconocimiento de los 
señores Tomás Galeano y Esteban López como líderes de la Comunidad 
y su inscripción en el Registro Nacional de Comunidades Indígenas (su-
pra párr. 50.17); no fue sino hasta el 18 de septiembre de 1996 que el Pre-
sidente del Consejo Directivo del INDI emitió una resolución mediante 
la cual aceptó dicha solicitud (supra párr. 50.18).

69. El plazo de tres años, un mes y tres días para resolver una solicitud 
cuya complejidad era mínima, cuando el plazo legal es de treinta días, 
desconoce el principio del plazo razonable.

ii. Proceso de reconocimiento de personería jurídica

71. La Corte ha constatado que el 21 de mayo de 1998 se iniciaron los 
trámites ante el INDI para el reconocimiento de la personería jurídica de 
la Comunidad Yakye Axa (supra párr. 50.19).

72. El decreto mediante el cual se reconoció la personería jurídica de 
la Comunidad fue emitido el 10 de diciembre de 2001, es decir, tres años, 
seis meses y 19 días después (supra párr. 50.22).

73. La Corte considera que la complejidad de este procedimiento era 
mínima y que el Estado no ha justificado la mencionada demora, en con-
secuencia, el Tribunal la considera desproporcionada.

iii. Proceso administrativo de reivindicación de tierras 
(principio effet utile)

78. En el presente caso existe una discrepancia entre las partes res-
pecto a la fecha de inicio del citado procedimiento de reivindicación de 
tierras. Por un lado, la Comisión Interamericana y los representantes sos-
tienen que el procedimiento inició el 5 de octubre de 1993, con la comu-
nicación dirigida por el señor Tomás Galeano, líder de la Comunidad, al 
IBR, mediante la cual informó sobre el interés de la Comunidad indígena 
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Yakye Axa de regresar a su territorio tradicional y solicitó la “legaliza-
ción” de un mínimo de 15.000 hectáreas. Por otro lado, el Estado sostie-
ne que las gestiones que deben considerarse como válidas para acceder 
a la propiedad comunitaria de la tierra son aquellas posteriores al 10 de 
diciembre de 2001, fecha en la cual la Comunidad Yakye Axa recibió el 
reconocimiento de su personería jurídica.

79. El artículo 62 de la Constitución Política del Paraguay establece 
que

[e]sta Constitución reconoce la existencia de los pueblos indígenas, defi-
nidos como grupos de cultura anteriores a la formación y organización del 
Estado paraguayo.

80. Por su parte, las normas pertinentes de la Ley No. 904/81 señalan 
que:

Artículo 7o.- El Estado reconoce la existencia legal de las comunidades 
indígenas, y les otorgará personería jurídica conforme a las disposiciones 
de esta ley.

Artículo 8o.- Se reconocerá la personería jurídica de las comunidades 
indígenas preexistentes a la promulgación de esta ley y a las constituidas 
por familias indígenas que se reagrupan en comunidades para acogerse a 
los beneficios acordados por ella.

81. Ahora bien, de los citados artículos surge que la obtención de per-
sonería jurídica es indispensable para la transferencia de la tierra, mas no 
para la iniciación del trámite de reivindicación.

82. La Corte considera que el otorgamiento de personería jurídica sir-
ve para hacer operativos los derechos ya existentes de las comunidades 
indígenas, que los vienen ejerciendo históricamente y no a partir de su 
nacimiento como personas jurídicas. Sus sistemas de organización políti-
ca, social, económica, cultural y religiosa, y los derechos que ello apare-
ja, como la designación de sus propios líderes y el derecho a reclamar sus 
tierras tradicionales, son reconocidos no a la persona jurídica que debe 
inscribirse para cumplir con un formalismo legal, sino a la comunidad en 
sí misma que la propia Constitución paraguaya reconoce como preexis-
tente al Estado.

83. La comunidad indígena, para la legislación paraguaya, ha dejado 
de ser una realidad fáctica para pasar a convertirse en sujeto pleno de de-



CASO COMUNIDAD INDÍGENA YAKYE AXA. PARAGUAY 193

rechos, que no se reducen al derecho de sus miembros individualmente 
considerados, sino se radican en la comunidad misma, dotada de singula-
ridad propia. La personería jurídica, por su parte, es el mecanismo legal 
que les confiere el estatus necesario para gozar de ciertos derechos funda-
mentales, como por ejemplo la propiedad comunal, y exigir su protección 
cada vez que ellos sean vulnerados.

84. En consecuencia, la Corte concluye que la personería jurídica, bajo 
el derecho interno paraguayo, es otro derecho garantizado a la Comu-
nidad indígena, como sujeto de derechos, y por tanto, es irrelevante la 
fecha en que ésta fue otorgada, a efectos del establecimiento del inicio 
de contabilización del plazo de duración del procedimiento administra-
tivo de reivindicación de tierras. Por ello, la Corte tomará en cuenta el 5 
de octubre de 1993 como fecha de inicio de dicho procedimiento (supra 
párr. 50.24).

85. Desde esta fecha hasta la fecha de emisión de la presente Senten-
cia, han transcurrido 11 años 8 meses y 12 días, y aún no se ha dado una 
solución definitiva al reclamo de los miembros de la Comunidad Yakye 
Axa. Esto a pesar de que el artículo 4o. de la Ley No. 43/89 establece 
que:

Durante la tramitación administrativa y judicial contemplada en el artículo 
2o., el Instituto Paraguayo del Indígena (INDI) y el Instituto de Bienestar 
Rural (IBR) deberán proponer soluciones definitivas para los asentamien-
tos de las comunidades indígenas conforme a la Ley No. 854/63, Estatuto 
Agrario, y la Ley No. 604/81, Estatuto de las Comunidades Indígenas, 
proponiendo la expropiación de acuerdo con el artículo 1o. de la Ley No. 
1372/88 cuando no se obtengan soluciones por las vías previstas.

86. La Corte considera que una demora prolongada, como la que se ha 
dado en este caso, constituye en principio, por sí misma, una violación 
de las garantías judiciales.14 La falta de razonabilidad, sin embargo, pue-
de ser desvirtuada por el Estado, si éste expone y prueba que la demora 
tiene directa relación con la complejidad del caso o con la conducta de 
las partes en el mismo.

87. Basándose en los antecedentes expuestos en el capítulo sobre He-
chos Probados, la Corte reconoce que el asunto en este caso es complejo 

14		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 69; Caso Ricardo 
Canese, supra nota 17, párr. 142, y Caso 19 Comerciantes, supra nota 177, párr. 191.
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y que esto debe tenerse en consideración para apreciar la razonabilidad 
del plazo.

88. Sin embargo, el Tribunal advierte que las demoras en el proceso 
administrativo que se examina en la presente Sentencia no se han pro-
ducido por la complejidad del caso, sino por las actuaciones sistemáti-
camente demoradas de las autoridades estatales. En efecto, en múltiples 
ocasiones el IBR requirió al INDI la presentación de cualquier dato res-
pecto a la Comunidad Yakye Axa, (supra párrs. 50.25 y 50.32) sin que 
esta institución dé cumplimiento a lo requerido. El INDI esperó hasta el 
28 de mayo de 1997 para solicitar la ubicación de la fracción reivindicada 
y su relación con las fincas afectadas, y el informe técnico-antropológico 
de la Comunidad Yakye Axa (supra párr. 50.33). En diversas ocasiones 
los abogados de la Comunidad solicitaron al IBR la realización de una 
inspección ocular en las tierras reivindicadas (supra párr. 50.26), la que 
no fue ordenada sino hasta el 25 de julio de 1996 (supra párr. 50.31). El 
IBR demoró hasta el 8 de septiembre de 1998 para emitir la resolución 
No. 755, mediante la cual resolvió decretar racionalmente explotadas las 
tierras reivindicadas. El expediente administrativo pasó de las manos del 
IBR al INDI y viceversa en múltiples ocasiones, sin que se dé respuesta 
definitiva a la Comunidad, y no fue sino hasta el 2 de noviembre de 2001 
cuando el INDI decidió solicitar al Parlamento Nacional, por vía Po-
der Ejecutivo, la expropiación de parte de las fincas reivindicadas (supra 
párr. 50.53).

89. De esta manera, este Tribunal considera que a pesar de la demostra-
da complejidad del procedimiento administrativo de reivindicación de tie-
rras en el presente caso, las actuaciones de las autoridades estatales com-
petentes no han sido compatibles con el principio del plazo razonable.

90. Por otro lado, el Estado ha argumentado que la instancia con-
tenciosa-administrativa nunca fue utilizada por los representantes para 
contradecir la calidad de tierras racionalmente explotadas, así como que 
tampoco fue instaurado por los interesados un juicio ordinario para de-
terminar cuál es el mejor derecho, el de la propiedad comunal ancestral 
de la tierra o el de propiedad privada.

91. Al respecto, la Corte considera que el citado argumento del Esta-
do encierra aspectos relacionados con la falta de agotamiento de recur-
sos internos. Conforme a la jurisprudencia constante de este Tribunal, no 
es posible que en la presente etapa del procedimiento puedan discutirse 
asuntos que debieron tratarse en etapas anteriores y en donde ha operado 
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una renuncia tácita del Estado a la excepción de falta de agotamiento de 
los recursos internos.15

92. Sobre la efectividad del procedimiento administrativo de reivindi-
cación de tierras para comunidades indígenas, el perito Enrique Castillo 
manifestó que este procedimiento ha brindado resultados positivos en 
casos en que los terratenientes han accedido a negociar la transferencia 
de los inmuebles reivindicados, pero ha sido abiertamente ineficaz frente 
a casos en que las negociaciones con los propietarios no han sido viables 
(supra párr. 38.b).

93. El propio Estado en su contestación de la demanda señaló que

el sistema legal protectorio de los derechos indígenas en materia de sus 
tierras ancestrales, es eficaz dando respuesta favorables a las solicitudes, 
siempre que no existen derechos igualmente protegidos por la Constitu-
ción, los tratados internacionales y las leyes vigentes […]

94. Asimismo, el Estado manifestó que “[l]a legislación interna no 
contempla un modo de acceder al derecho de propiedad basado en un 
derecho histórico” y agregó que “aunque en forma genérica se recono-
ce el derecho de propiedad ancestral de los indígenas a sus tierras[,] es 
menester que los indígenas estén en posesión y convivan en comunidad 
dentro de esa tierra”.

95. Al respecto, el Convenio No. 169 de la OIT, incorporado al dere-
cho interno paraguayo mediante la Ley No. 234/93, en su artículo 14.3 
dispone que

Deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema ju-
rídico nacional para solucionar las reivindicaciones de tierras formuladas 
por los pueblos interesados.

96. Esta norma internacional, en conjunción con los artículos 8o. y 
25 de la Convención Americana, obligan al Estado a ofrecer un recurso 
eficaz con las garantías del debido proceso a los miembros de las comu-
nidades indígenas que les permita solicitar las reivindicaciones de tierras 
ancestrales, como garantía de su derecho a la propiedad comunal.

15		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Excepciones Preliminares, Sentencia del 
23 de noviembre de 2004, Serie C, No. 118, párr. 135; Caso Tibi, supra nota 17, párr. 49, 
y Caso Herrera Ulloa, Sentencia del 2 de julio de 2004, Serie C, No. 107, párr. 81.



CASO COMUNIDAD INDÍGENA YAKYE AXA. PARAGUAY196

97. Los procedimientos establecidos en la Ley No. 854/63 y en la Ley 
No. 904/81 únicamente permiten al IBR y al INDI, respectivamente, dis-
poner de tierras fiscales, expropiar tierras irracionalmente explotadas o 
negociar con los propietarios privados, a efectos de entregarlas a las co-
munidades indígenas, pero cuando los propietarios particulares se niegan 
a vender las tierras y demuestran la explotación racional de las mismas, 
los miembros de las comunidades indígenas no tienen un recurso admi-
nistrativo efectivo que les permita reclamarlas.

98. Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte considera que el pro-
ceso administrativo seguido ante IBR en colaboración con el INDI des-
conoció el principio del plazo razonable consagrado en la Convención 
Americana. Además, el Tribunal observa que este procedimiento se mos-
tró abiertamente inefectivo para atender las solicitudes de reivindicación 
de las tierras que los miembros de la Comunidad indígena Yakye Axa 
consideran como su hábitat ancestral y tradicional.

99. La Corte ha dicho que el artículo 25 de la Convención se encuentra 
íntimamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la mis-
ma, que atribuye funciones de protección al derecho interno de los Esta-
dos Partes, de lo cual se desprende que el Estado tiene la responsabilidad 
de diseñar y consagrar normativamente un recurso eficaz, así como la de 
asegurar la debida aplicación de dicho recurso por parte de sus autorida-
des judiciales.16

100. El artículo 2o. de la Convención Americana obliga a los Estados 
Partes a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a 
las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos y liber-
tades protegidos por la misma Convención. Es necesario reafirmar que la 
obligación de adaptar la legislación interna es, por su propia naturaleza, 
una de resultado.17

101. La Corte ha señalado en otras oportunidades que esta norma im-
pone a los Estados Partes la obligación general de adecuar su derecho 
interno a las normas de la propia Convención, para garantizar así los 
derechos consagrados en ésta. Las disposiciones de derecho interno que 

16		 Cfr. Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 14, párr. 135; Caso 
Ivcher Bronstein, supra nota 14, párr. 135, y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán 
Morales y otros), Sentencia del 19 de noviembre de 1999, Serie C, No. 63, párr. 237. 

17		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 93.
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sirvan a este fin han de ser efectivas (principio del effet utile), lo que sig-
nifica que el Estado debe adoptar todas las medidas necesarias para que 
lo establecido en la Convención sea realmente cumplido.

102. De conformidad con el artículo 2o. de la Convención deberán ins-
tituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacio-
nal para procesar las reivindicaciones de tierras de los pueblos indígenas 
interesados. Los Estados deberán establecer dichos procedimientos a fin 
de resolver los reclamos de modo que estos pueblos tengan una posibili-
dad real de devolución de sus tierras. Para ello, la obligación general de 
garantía establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado impone a los Es-
tados el deber de asegurar que los trámites de esos procedimientos sean 
accesibles y simples y que los órganos a su cargo cuenten con las condi-
ciones técnicas y materiales necesarias para dar oportuna respuesta a las 
solicitudes que se les hagan en el marco de dichos procedimientos.

103. En el presente caso, el Paraguay no ha adoptado las medidas ade-
cuadas de derecho interno necesarias para asegurar un procedimiento 
efectivo que dé una solución definitiva a la reclamación planteada por 
los miembros de la Comunidad Yakye Axa, en los términos del párrafo 
anterior.

104. Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte considera que el 
procedimiento legal de reivindicación de tierras instaurado por los miem-
bros de la Comunidad Yakye Axa desconoció el principio del plazo razo-
nable y se mostró abiertamente inefectivo, todo ello en violación de los 
artículos 8o. y 25 de la Convención Americana, en concordancia con 
los artículos 1.1 y 2o. de la misma.

105. En cuanto al recurso de amparo y a las acciones de no innovar y 
anotación en la litis, la Corte considera que son procesos accesorios, que 
dependen del proceso administrativo de reivindicación de tierras, que ya 
fue calificado por la Corte como inefectivo. Por lo que no hay necesidad 
de entrar en más detalles.

b) Procedimiento penal instaurado en contra de los miembros 
de la Comunidad

108. Al referirse a las garantías judiciales o procesales consagradas 
en el artículo 8o. de la Convención, esta Corte ha manifestado que en el 
proceso se deben observar todas las formalidades que “sirv[a]n para pro-
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teger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho”,18 
es decir, las “condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada 
defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo considera-
ción judicial”.19

109. El Tribunal ha establecido que “[e]l esclarecimiento de si el Es-
tado ha violado o no sus obligaciones internacionales por virtud de las 
actuaciones de sus órganos judiciales, puede conducir a que la Corte deba 
ocuparse de examinar los respectivos procesos internos”,20 para estable-
cer su compatibilidad con la Convención Americana. A la luz de lo an-
terior, se deben considerar los procedimientos internos como un todo, 
incluyendo las decisiones de los tribunales de apelación. La función del 
tribunal internacional es determinar si la integralidad del procedimiento, 
inclusive la incorporación de prueba, se ajustó a la Convención.21

110, Dadas las especificidades del caso y la naturaleza de las supuestas 
infracciones alegadas por los representantes, así como los argumentos 
presentados por el Estado, la Corte procederá a efectuar un examen en 
su conjunto de las actuaciones judiciales internas llevadas a cabo en el 
proceso penal seguido ante el Juez de Primera Instancia en lo Criminal 
y Correccional del Menor de la Circunscripción Judicial de Concepción, 
para establecer si dichas actuaciones se adecuaron a las estipulaciones 
del artículo 8o. de la Convención.

111. El artículo 16 de la Constitución Política del Paraguay de 1992 
establece que

[l]a defensa en juicio de las personas y de sus derechos es inviolable. Toda 
persona tiene derecho a ser juzgada por tribunales y jueces competentes, 
independientes e imparciales.

18		 Cfr. Caso Lori Berenson, supra nota 1, párr. 132; Caso Herrera Ulloa, supra nota 
19, párr. 147, y Caso Maritza Urrutia, Sentencia del 27 de noviembre de 2003, Serie C, 
No. 103, párr. 118.

19		 Cfr. Caso Lori Berenson, supra nota 1, párr. 132; Caso Herrera Ulloa, supra nota 
19, párr. 147, y Caso Maritza Urrutia, supra nota 22, párr. 118.

20		 Cfr. Caso Lori Berenson, supra nota 1, párr. 133; Caso Herrera Ulloa, supra nota 
19, párr. 146, y Caso Myrna Mack Chang, supra nota 9, párr. 200.

21		 Cfr. Caso Lori Berenson, supra nota 1, párr. 133; Caso Juan Humberto Sánchez, 
Sentencia del 7 de junio de 2003, Serie C, No. 99, párr. 120, y Caso Bámaca Velásquez, 
Sentencia del 25 de noviembre de 2000, Serie C, No. 70, párr. 189.
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112. De igual forma, el artículo 17 de la citada Constitución señala 
que:

En el proceso penal, o en cualquier otro del cual pudiera derivarse pena o 
sanción, toda persona tiene derecho a:

[…]
5. que se defienda por sí misma o sea asistida por defensores de su 

elección;
6. que el Estado le provea de un defensor gratuito, en caso de no dispo-

ner de medios económicos para solventarlo;
7. la comunicación previa y detallada de la imputación, así como a dis-

poner de copias, medios y plazos indispensables para la preparación de su 
defensa en libre comunicación;

8. que ofrezca, practique, controle e impugne pruebas;
[…]
10. el acceso, por sí o por intermedio de su defensor, a las actuaciones 

procesales, las cuales en ningún caso podrán ser secretas para ellos. […]

113. El artículo 11 del Código de Procedimientos Penales de 1890, que 
se aplicó a este caso, disponía que

Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos de los 
procesados. Estos pueden defenderse por sí mismos o por personas de con-
fianza nombrados por ellos.

En su defecto, el Juez les nombrará defensor.

114. Pese a las normas citadas, los miembros de la Comunidad Yakye 
Axa contaron con el patrocinio de un abogado defensor después de dos 
años y seis meses de iniciado el procedimiento.

115. Como ha quedado demostrado, el proceso penal en contra de 
miembros innominados de la Comunidad Yakye Axa inició el 16 de mar-
zo de 1999 con la denuncia que presentó el representante legal de la firma 
Livestock Capital Group Inc (supra párr. 50.79). El 22 de marzo de 1999 
el Juez dio apertura al sumario. El 3 de mayo de 1999 los líderes de la Co-
munidad, reconocidos como tales por el INDI, designaron abogado a fin 
de que los representara en el proceso penal referido, lo cual fue aceptado 
en un inicio por el Juez de la causa. No obstante, frente a la oposición de 
la parte actora, el Juez revocó su providencia anterior e impidió la expe-
dición de fotocopias al letrado de la Comunidad (supra párr. 50.81). Los 
días 5 y 11 de septiembre de 2000 el abogado de la Comunidad volvió a 
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solicitar la intervención en el proceso penal y solicitó se expidan fotoco-
pias de lo actuado hasta esa fecha. El 11 de septiembre del mismo año el 
Juez declaró “no ha lugar” la solicitud de intervención. El 15 de septiem-
bre de 2000 el abogado de la Comunidad interpuso un recurso de apela-
ción contra la providencia que denegó su participación, recurso que fue 
rechazado por el Juez el 18 de septiembre de 2000 (supra párr. 50.86).

116. Durante el referido proceso penal se llevaron a cabo varias dili-
gencias probatorias, entre ellas, declaraciones de testigos, levantamien-
tos de datos de los miembros de la Comunidad, inspecciones en el lugar 
de los hechos (supra párrs. 50.80, 50.82 y 50.83). De igual forma, se 
otorgaron medidas provisionales a favor de la parte actora, consistentes 
en la prohibición de ingreso de los miembros de la Comunidad al terri-
torio de la Estancia Loma Verde (supra párr. 50.85); se decomisaron 
varios cajones de apicultura pertenecientes a la Comunidad (supra párr. 
50.84), y se ordenó el levantamiento de las viviendas de la Comunidad 
(supra párr. 50.87). Todas estas gestiones se llevaron a cabo sin que 
los miembros de la Comunidad Yakye Axa fueran oídos y participaran 
a través de un abogado de su elección. Asimismo, los miembros de la 
Comunidad no pudieron presentar pruebas de descargo ni interrogar a 
los testigos propuestos por la contraparte. Esta indefensión de los miem-
bros de la Comunidad se prolongó hasta el 14 de septiembre de 2001, 
cuando el Juez aceptó la participación del INDI como representante de 
la Comunidad Yakye Axa (supra párr. 50.88). De acuerdo con el expe-
diente obrante en el presente caso, la causa penal no prosiguió más allá 
del sumario.

117. La Corte considera, como lo ha hecho anteriormente,22 que la 
falta de un abogado defensor constituye una violación a las garantías ju-
diciales establecidas en el artículo 8o. de la Convención Americana. De 
igual forma, la Corte Interamericana ha señalado que el inculpado tiene 
derecho, con el objeto de ejercer su defensa,23 a examinar a los testigos 
que declaran en su contra y a su favor, así como el de hacer comparecer 
a personas que puedan arrojar luz sobre los hechos.24

22		 Cfr. Caso Tibi, supra nota 17, párr. 194. 
23		 Cfr. Caso Lori Berenson, supra nota 1, párr. 184, y Caso Castillo Petruzzi y otros, 

Sentencia del 30 de mayo de 1999, Serie C, No. 52, párr. 154
24		 Cfr. Caso Lori Berenson, supra nota 1, párr. 185; Caso Ricardo Canese, supra nota 

17, párr. 166, y Caso Castillo Petruzzi y otros, supra nota 27, párr. 155.
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118. En consecuencia, esta Corte considera que en el presente caso el 
Estado violó el derecho de los miembros de la Comunidad Yakye Axa a 
ser asistidos por un defensor de su elección.

119. Por todo lo anteriormente expuesto, el Tribunal considera que 
el Paraguay desconoció los derechos consagrados en los artículos 8.1, 
8.2.d, 8.2.e, 8.2.f y 25 de la Convención Americana, en concordancia con 
los artículos 1.1 y 2o. de la misma, en perjuicio de los miembros de la 
Comunidad indígena Yakye Axa.

Violación del Derecho a la Propiedad privada (artículo 21) 
en relación con la Obligación de respetar los derechos (artículo 
1.1) y el Deber de adoptar disposiciones de derecho interno 
(artículo 2o.) (Interpretación evolutiva de los tratados de derechos 
humanos, propiedad comunitaria de los pueblos indígenas)

124. Al analizar el contenido y alcance del artículo 21 de la Conven-
ción en el presente caso, la Corte tomará en cuenta, a la luz de las reglas 
generales de interpretación establecidas en el artículo 29 de la misma y 
como lo ha hecho anteriormente,25 la significación especial de la propie-
dad comunal de las tierras ancestrales para los pueblos indígenas, inclu-
sive para preservar su identidad cultural y trasmitirla a las generaciones 
futuras, así como las gestiones que ha realizado el Estado para hacer ple-
namente efectivo este derecho (supra párr. 51).

125. En otras oportunidades, tanto este Tribunal26 como la Corte Eu-
ropea de Derechos Humanos27 han señalado que los tratados de derechos 
humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que acompa-
ñar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales. Tal 
interpretación evolutiva es consecuente con las reglas generales de inter-
pretación consagradas en el artículo 29 de la Convención Americana, así 

25		 Cfr. Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 14, párr. 148.
26		 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, Sentencia del 8 de julio de 2004, 

Serie C, No 110, párr. 165; Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 
14, párr. 146; Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 20, 
párr. 193, y El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las 
Garantías del Debido Proceso Legal, Opinión Consultiva OC-16/97 de 14 de noviembre 
de 1997, Serie A, No. 16, párr. 114.

27		 Cfr. Eur. Court H.R., Tyrer v. The United Kingdom, 5856/72, judgment of 25 April 
1978. Series A, No. A26, párr. 31.
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como las establecidas por la Convención de Viena sobre el Derecho de 
los Tratados.

126. En este sentido, esta Corte ha afirmado que al dar interpretación 
a un tratado no sólo se toman en cuenta los acuerdos e instrumentos for-
malmente relacionados con éste (inciso segundo del artículo 31 de la 
Convención de Viena), sino también el sistema dentro del cual se inscribe 
(inciso tercero del artículo 31 de dicha Convención).28

127. En el presente caso, al analizar los alcances del citado artículo 21 
de la Convención, el Tribunal considera útil y apropiado utilizar otros tra-
tados internacionales distintitos a la Convención Americana, tales como 
el Convenio No. 169 de la OIT, para interpretar sus disposiciones de 
acuerdo a la evolución del sistema interamericano, habida consideración 
del desarrollo experimentado en esta materia en el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos.

128. Al respecto, la Corte ha señalado que:

El corpus juris del Derecho Internacional de los Derechos Humanos está 
formado por un conjunto de instrumentos internacionales de contenido y 
efectos jurídicos variados (tratados, convenios, resoluciones y declaracio-
nes). Su evolución dinámica ha ejercido un impacto positivo en el Derecho 
Internacional, en el sentido de afirmar y desarrollar la aptitud de este últi-
mo para regular las relaciones entre los Estados y los seres humanos bajo 
sus respectivas jurisdicciones. Por lo tanto, esta Corte debe adoptar un 
criterio adecuado para considerar la cuestión sujeta a examen en el marco 
de la evolución de los derechos fundamentales de la persona humana en el 
derecho internacional contemporáneo.29

129. Debe tenerse en cuenta, además, que en virtud del artículo 29.b) 
de la Convención ninguna disposición de ésta puede ser interpretada en 
el sentido de “limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad 
que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los 

28		 Cfr. Caso Tibi, supra nota 17, párr. 144; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, 
supra nota 30, párr. 164; Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), 
supra nota 20, párrs. 192 y 193; y El Derecho a la Información sobre la Asistencia Con-
sular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 30, párr. 113.

29		 Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, Opinión Con-
sultiva OC-18/03 de 17 de Septiembre de 2003, Serie A, No. 18, párr. 120, y cfr. El 
Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del 
Debido Proceso Legal, supra nota 30, párr. 115. 



CASO COMUNIDAD INDÍGENA YAKYE AXA. PARAGUAY 203

Estados partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de 
dichos Estados”.

130. El Convenio No. 169 de la OIT contiene diversas disposiciones 
que guardan relación con el derecho a la propiedad comunal de las comu-
nidades indígenas que se examina en este caso, disposiciones que pueden 
ilustrar sobre el contenido y alcance del artículo 21 de la Convención 
Americana. El Estado ratificó e incorporó el referido Convenio No. 169 
a su derecho interno mediante la Ley No. 234/93.

131. Haciendo uso de los criterios señalados, este Tribunal ha resal-
tado que la estrecha relación que los indígenas mantienen con la tierra 
debe de ser reconocida y comprendida como la base fundamental de su 
cultura, vida espiritual, integridad, supervivencia económica y su preser-
vación y transmisión a las generaciones futuras.30

135. La cultura de los miembros de las comunidades indígenas corres-
ponde a una forma de vida particular de ser, ver y actuar en el mundo, 
constituido a partir de su estrecha relación con sus territorios tradiciona-
les y los recursos que allí se encuentran, no sólo por ser estos su princi-
pal medio de subsistencia, sino además porque constituyen un elemento 
integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su identidad 
cultural.

136. Lo anterior guarda relación con lo expresado en el artículo 13 del 
Convenio No. 169 de la OIT, en el sentido de que los Estados deberán 
respetar “la importancia especial que para las culturas y valores espiri-
tuales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o terri-
torios, o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra 
manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación.”

137. En consecuencia, la estrecha vinculación de los pueblos indíge-
nas sobre sus territorios tradicionales y los recursos naturales ligados a 
su cultura que ahí se encuentren, así como los elementos incorporales que 
se desprendan de ellos, deben ser salvaguardados por el artículo 21 de la 
Convención Americana. Al respecto, en otras oportunidades, este Tribu-
nal ha considerado que el término “bienes” utilizado en dicho artículo 21, 
contempla “aquellas cosas materiales apropiables, así como todo derecho 
que pueda formar parte del patrimonio de una persona; dicho concepto 
comprende todos los muebles e inmuebles, los elementos corporales e 

30		 Cfr. Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones (art. 63.1 Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos), Sentencia del 19 de noviembre 2004, Serie C, No. 116, 
párr. 85, y Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 14, párr. 149.
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incorporales y cualquier otro objeto inmaterial susceptible de tener un 
valor”.31

138. La Constitución paraguaya reconoce la identidad cultural de los 
pueblos indígenas y la liga al respectivo hábitat de cada uno de ellos, 
otorgándoles, además, una serie de derechos específicos, que sirven de 
base para que este Tribunal defina el alcance del artículo 21 de la Con-
vención, como lo ha hecho en los párrafos anteriores. La Constitución 
señala:

Artículo 62 - De los pueblos indígenas y grupos étnicos

Esta Constitución reconoce la existencia de los pueblos indígenas, de-
finidos como grupos de cultura anteriores a la formación y organización 
del Estado paraguayo.

Artículo 63 - De la identidad étnica

Queda reconocido y garantizado el derecho de los pueblos indígenas a 
preservar y a desarrollar su identidad étnica en el respectivo hábitat. Tie-
nen derecho, asimismo, a aplicar libremente sus sistemas de organización 
política, social, económica, cultural y religiosa, al igual que la voluntaria 
sujeción a sus normas consuetudinarias para la regulación de la conviven-
cia interior siempre que ellas no atenten contra los derechos fundamenta-
les establecidos en esta Constitución. En los conflictos jurisdiccionales se 
tendrá en cuenta el derecho consuetudinario indígena.

Artículo 64 - De la propiedad comunitaria

Los pueblos indígenas tienen derecho a la propiedad comunitaria de la 
tierra, en extensión y calidad suficientes para la conservación y el desarro-
llo de sus formas peculiares de vida. El Estado les proveerá gratuitamente 
de estas tierras, las cuales serán inembargables, indivisibles, intransferi-
bles, imprescriptibles, no susceptibles de garantizar obligaciones contrac-
tuales ni de ser arrendadas; asimismo, estarán exentas de tributo.

Se prohíbe la remoción o traslado de su hábitat sin el expreso consen-
timiento de los mismos.

Artículo 65 - Del derecho a la participación

Se garantiza a los pueblos indígenas el derecho a participar en la vida 
económica, social, política y cultural del país, de acuerdo con sus usos 
consuetudinarios, ésta Constitución y las leyes nacionales.

31		 Cfr. Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 14, párr. 144, y 
Caso Ivcher Bronstein, supra nota 14, párr. 122.
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Artículo 66 - De la educación y la asistencia

El Estado respetará las peculiaridades culturales de los pueblos indí-
genas especialmente en lo relativo a la educación formal. Se atenderá, 
además, a su defensa contra la regresión demográfica, la depredación de 
su hábitat, la contaminación ambiental, la explotación económica y la alie-
nación cultural.

139. Por su parte, el artículo 3o. de la Ley No. 43/89 señala que el 
asentamiento de las comunidades indígenas comprende un “área física 
conformada por el núcleo de casas, recursos naturales, cultivos, planta-
ciones y su entorno, ligados en lo posible a su tradición cultural […]”.

140. Ahora, en el presente caso no se discute la existencia del derecho 
de los miembros de las comunidades indígenas, específicamente de la 
Comunidad Yakye Axa, a sus territorios, en el entendido de lo que la tie-
rra significa para sus miembros, ni se discute el hecho que la caza, pesca 
y recolección sea un elemento esencial de su cultura. Hay un consenso 
entre las partes respecto de la normativa interna que consagra los dere-
chos territoriales de los miembros de las comunidades indígenas. Lo que 
está en discusión es la realización efectiva de estos derechos.

141. Como ya fue señalado, Paraguay reconoce el derecho a la propie-
dad comunitaria de los pueblos indígenas, pero, en el presente caso, la 
Corte debe determinar si lo ha hecho efectivo en la realidad y la práctica. 
Está probado (supra párr. 50.24) que los miembros de la Comunidad ini-
ciaron desde 1993 los trámites establecidos en la legislación interna para 
la reivindicación de los territorios que reclaman como propios, sin que 
hasta la fecha sus derechos territoriales hayan sido materializados. En 
efecto, el Estado en su contestación a la demanda “reconoc[ió] que por 
circunstancias de hecho y de derecho no ha podido satisfacer este dere-
cho hasta la fecha”.

142. El Estado alegó que el derecho a la propiedad de los miembros de 
la Comunidad no ha podido efectivizarse porque los representantes de la 
misma han mantenido una actitud “intransigente en la obtención de 18.000 
[hectáreas] de la Estancia Loma Verde” y porque el Congreso “ha conside-
rado la productividad o la utilización económica de la tierra” como criterio 
para negar la expropiación de los territorios reivindicados, haciéndose im-
posible que el Estado confisque tierras en desconocimiento del derecho a 
la propiedad privada de sus actuales dueños.
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143. La Corte concuerda con el Estado en el sentido de que tanto la 
propiedad privada de los particulares como la propiedad comunitaria de 
los miembros de las comunidades indígenas tienen la protección con-
vencional que les otorga el artículo 21 de la Convención Americana. No 
obstante, el reconocimiento meramente abstracto o jurídico de las tierras, 
territorios o recursos indígenas carece prácticamente de sentido si no se 
ha establecido y delimitado físicamente la propiedad.

144. Ahora bien, cuando la propiedad comunal indígena y la propie-
dad privada particular entran en contradicciones reales o aparentes, la 
propia Convención Americana y la jurisprudencia del Tribunal proveen 
las pautas para definir las restricciones admisibles al goce y ejercicio de 
estos derechos, a saber: a) deben estar establecidas por ley; b) deben ser 
necesarias; c) deben ser proporcionales, y d) deben hacerse con el fin de 
lograr un objetivo legítimo en una sociedad democrática.

145. El artículo 21.1 de la Convención dispone que “[l]a ley puede su-
bordinar [el] uso y goce [de los bienes] al interés social.” La necesidad de 
las restricciones legalmente contempladas dependerá de que estén orien-
tadas a satisfacer un interés público imperativo, siendo insuficiente que 
se demuestre, por ejemplo, que la ley cumple un propósito útil u oportu-
no. La proporcionalidad radica en que la restricción debe ajustarse estre-
chamente al logro de un legítimo objetivo, interfiriendo en la menor me-
dida posible en el efectivo ejercicio del derecho restringido. Finalmente, 
para que sean compatibles con la Convención las restricciones deben jus-
tificarse según objetivos colectivos que, por su importancia, preponderen 
claramente sobre la necesidad del pleno goce del derecho restringido.32

146. Al aplicar estos estándares a los conflictos que se presentan en-
tre la propiedad privada y los reclamos de reivindicación de propiedad 
ancestral de los miembros de comunidades indígenas, los Estados deben 
valorar caso por caso las restricciones que resultarían del reconocimiento 
de un derecho por sobre el otro. Así, por ejemplo, los Estados deben tener 
en cuenta que los derechos territoriales indígenas abarcan un concepto 
más amplio y diferente que está relacionado con el derecho colectivo a 
la supervivencia como pueblo organizado, con el control de su hábitat 
como una condición necesaria para la reproducción de su cultura, para su 
propio desarrollo y para llevar a cabo sus planes de vida. La propiedad 

32		 Cfr. (mutatis mutandi) Caso Ricardo Canese, supra nota 17, párr. 96; Caso Herrera 
Ulloa, supra nota 19, párr. 127, y Caso Ivcher Bronstein, supra nota 14, párr. 155.
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sobre la tierra garantiza que los miembros de las comunidades indígenas 
conserven su patrimonio cultural.

147. Al desconocerse el derecho ancestral de los miembros de las co-
munidades indígenas sobre sus territorios, se podría estar afectando otros 
derechos básicos, como el derecho a la identidad cultural y la superviven-
cia misma de las comunidades indígenas y sus miembros.

148. Por el contrario, la restricción que se haga al derecho a la propie-
dad privada de particulares pudiera ser necesaria para lograr el objetivo 
colectivo de preservar las identidades culturales en una sociedad demo-
crática y pluralista en el sentido de la Convención Americana; y propor-
cional, si se hace el pago de una justa indemnización a los perjudicados, 
de conformidad con el artículo 21.2 de la Convención.

149. Esto no significa que siempre que estén en conflicto los inte-
reses territoriales particulares o estatales y los intereses territoriales de 
los miembros de las comunidades indígenas, prevalezcan los últimos por 
sobre los primeros. Cuando los Estados se vean imposibilitados, por ra-
zones concretas y justificadas, de adoptar medidas para devolver el terri-
torio tradicional y los recursos comunales de las poblaciones indígenas, 
la compensación que se otorgue debe tener como orientación principal el 
significado que tiene la tierra para éstas (supra párrs. 131, 135 y 139).

150. Al respecto, el artículo 16.4 del Convenio No. 169 de la OIT, al 
referirse al retorno de los pueblos indígenas a los territorios de los que 
han sido desplazados señala que

Cuando el retorno no sea posible, […] dichos pueblos deberán recibir, en 
todos los casos posibles, tierras cuya calidad y cuyo estatuto jurídico sean 
por lo menos iguales a los de las tierras que ocupaban anteriormente, y que 
les permitan subvenir a sus necesidades y garantizar su desarrollo futuro. 
Cuando los pueblos interesados prefieran recibir una indemnización en 
dinero o en especie, deberá concedérseles dicha indemnización, con las 
garantías apropiadas.

151. La elección y entrega de tierras alternativas, el pago de una justa 
indemnización o ambos no quedan sujetas a criterios meramente discre-
cionales del Estado, deben ser, conforme a una interpretación integral del 
Convenio No. 169 de la OIT y de la Convención Americana, consensua-
das con los pueblos interesados, conforme a sus propios procedimientos 
de consulta, valores, usos y derecho consuetudinario.



CASO COMUNIDAD INDÍGENA YAKYE AXA. PARAGUAY208

152. En el presente caso, no se ha llegado a un acuerdo entre los miem-
bros de la Comunidad y el Estado respecto de los ofrecimientos de tierras 
alternativas que este último ha realizado. El testigo Esteban López, en la 
audiencia pública llevada ante este Tribunal, sostuvo qué

[l]astimosamente para el Gobierno yo creo que no han trabajado en forma 
en donde corresponde, en forma legal, digamos así, el Gobierno de Para-
guay puede hacer lo que quiera, no consultar a los pueblos indígenas, po-
demos hacer la aclaración, porque si la Cámara de Diputados tenía interés 
de solucionar el problema, por qué no se llega a la Comunidad, se reúne 
con la gente, queremos preguntar esta oferta, tenemos un lugar, […] bus-
camos una solución, usted podrá estar de acuerdo, o no estar de acuerdo, 
pero nosotros recibimos la notificación sin consulta, así rápidamente se 
quiso hacer y después viendo a los propietarios con papel en su mano, toda 
la noche anda por mi casa, […] hay que saber, hay que entender, entonces, 
eso es una violación, […] si hubiese sido la voluntad del Estado de buscar 
una salida, bueno, nos reunimos otras veces, llegamos a un acuerdo, firma-
mos todos, no hay problema, no se puede hacer jugar un indígena [...].

Nosotros conocemos las leyes, para la buena salida se tiene que con-
sultar a los pueblos indígenas, los Estados, si se llega a un acuerdo con la 
Comunidad yo creo que se solucionaría el problema, pero depende ya de 
los grupos, de los miembros de la Comunidad, pero el acercamiento al Es-
tado tiene que ser, no sé, cada semana, porque como estoy diciendo, estoy 
expresando nuestra lucha ya propusimos que es una lucha sagrada, hemos 
pasado momentos difíciles y la lucha no se puede vender no más en un día 
ni en ocho días, y hay que dialogar, llevaría mucho tiempo.

153. Debe recordarse que, con fundamento al artículo 1.1 de la Con-
vención, el Estado está obligado a respetar los derechos reconocidos en la 
Convención y a organizar el poder público para garantizar a las personas 
bajo su jurisdicción el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.33

154. La garantía del derecho a la propiedad comunitaria de los pueblos 
indígenas debe tomar en cuenta que la tierra está estrechamente relacio-
nada con sus tradiciones y expresiones orales, sus costumbres y lenguas, 
sus artes y rituales, sus conocimientos y usos relacionados con la natura-
leza, sus artes culinarias, el derecho consuetudinario, su vestimenta, filo-

33		 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 25, párr. 142; Caso Ivcher Brons-
tein, supra nota 14, párr. 168, y Caso del Tribunal Constitucional, Sentencia del 31 de 
enero de 2001, Serie C, No. 71, párr. 109. 
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sofía y valores. En función de su entorno, su integración con la naturale-
za y su historia, los miembros de las comunidades indígenas transmiten 
de generación en generación este patrimonio cultural inmaterial, que es 
recreado constantemente por los miembros de las comunidades y grupos 
indígenas.

155. Si bien el Paraguay reconoce el derecho a la propiedad comuni-
taria en su propio ordenamiento, no ha adoptado las medidas adecuadas 
de derecho interno necesarias para garantizar el uso y goce efectivo por 
parte de los miembros de la Comunidad Yakye Axa de sus tierras tradi-
cionales y con ello ha amenazado el libre desarrollo y transmisión de su 
cultura y prácticas tradicionales, en los términos señalados en el párrafo 
anterior.

156. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el 
artículo 21 de la Convención Americana, en perjuicio de los miembros 
de la Comunidad Yakye Axa, en relación con los artículos 1.1 y 2o. de 
la misma.

Violación del Derecho a la vida (artículo 4.1) en relación 
con la Obligación de respetar los derechos (artículo 1.1) 
(condiciones de vida mínimas compatibles con la dignidad 
de la persona humana, condiciones de salud, especial 
situación de niños y ancianos)

161. Este Tribunal ha sostenido que el derecho a la vida es fundamen-
tal en la Convención Americana, por cuanto de su salvaguarda depende la 
realización de los demás derechos.34 Al no respetarse el derecho a la vida, 
todos los demás derechos desaparecen, puesto que se extingue su titu-
lar.35 En razón de este carácter fundamental, no son admisibles enfoques 
restrictivos al derecho a la vida. En esencia, este derecho comprende no 
sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado de la vida arbitra-

34		 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, Sentencia del 2 de septiembre de 
2004, Serie C, No. 112, párr. 156; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 
30, párr. 128; Caso Myrna Mack Chang, supra nota 9, párr. 152, y Caso de los “Niños de 
la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 20, párr. 144.

35		 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 38, párr. 156; Caso 
de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 30, párr. 128; Caso Myrna Mack Chang, 
supra nota 9, párr. 152, y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), 
supra nota 20, párr. 144.
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riamente, sino también el derecho a que no se generen condiciones que le 
impidan o dificulten el acceso a una existencia digna.36

162. Una de las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Es-
tado en su posición de garante, con el objetivo de proteger y garantizar 
el derecho a la vida, es la de generar las condiciones de vida mínimas 
compatibles con la dignidad de la persona humana37 y a no producir con-
diciones que la dificulten o impidan. En este sentido, el Estado tiene el 
deber de adoptar medidas positivas, concretas y orientadas a la satisfac-
ción del derecho a una vida digna, en especial cuando se trata de per-
sonas en situación de vulnerabilidad y riesgo, cuya atención se vuelve 
prioritaria.

163. En el presente caso, la Corte debe establecer si el Estado generó 
condiciones que agudizaron las dificultades de acceso a una vida digna 
de los miembros de la Comunidad Yakye Axa y si, en ese contexto, adop-
tó las medidas positivas apropiadas para satisfacer esa obligación, que 
tomen en cuenta la situación de especial vulnerabilidad a la que fueron 
llevados, afectando su forma de vida diferente (sistemas de comprensión 
del mundo diferentes de los de la cultura occidental, que comprende la 
estrecha relación que mantienen con la tierra) y su proyecto de vida, en 
su dimensión individual y colectiva, a la luz del corpus juris internacio-
nal existente sobre la protección especial que requieren los miembros de 
las comunidades indígenas, a la luz de lo expuesto en el artículo 4o. de la 
Convención, en relación con el deber general de garantía contenido en el 
artículo 1.1 y con el deber de desarrollo progresivo contenido en el artí-
culo 26 de la misma, y de los artículos 10 (Derecho a la Salud); 11 (De-
recho a un Medio Ambiente Sano); 12 (Derecho a la Alimentación); 13 
(Derecho a la Educación) y 14 (Derecho a los Beneficios de la Cultura) 
del Protocolo Adicional a la Convención Americana en materia de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales,38 y las disposiciones pertinentes 
del Convenio No. 169 de la OIT.

36		 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 38, párr. 156; Caso 
de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 30, párr. 128; Caso Myrna Mack Chang, 
supra nota 9, párr. 152, y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), 
supra nota 20, párr. 144.

37		 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 38, párr. 159.
38		 El Paraguay ratificó el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre De-

rechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales el 3 de junio 
de 1997. El Protocolo entró en vigencia internacional el 16 de noviembre de 1999.
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164. En el capítulo sobre hechos probados (supra párrs. 50.92 a 
50.105) se concluyó que los miembros de la Comunidad Yakye Axa vi-
ven en condiciones de miseria extrema como consecuencia de la falta de 
tierra y acceso a recursos naturales, producida por los hechos materia de 
este proceso, así como a la precariedad del asentamiento temporal en el 
cual se han visto obligados a permanecer y a la espera de la Resolución 
del su solicitud de reivindicación de tierras. Este Tribunal observa que, 
conforme a lo manifestado por los señores Esteban López, Tomás Galea-
no e Inocencia Gómez durante la audiencia pública celebrada en el pre-
sente caso (supra párr. 39.a, 39.b y 39.c), los miembros de la Comunidad 
Yakye Axa hubiesen podido abastecerse en parte de los bienes necesarios 
para su subsistencia de haber estado en posesión de sus tierras tradiciona-
les. El desplazamiento de los miembros de la Comunidad de estas tierras 
ha ocasionado que tengan especiales y graves dificultades para obtener 
alimento, principalmente porque la zona que comprende su asentamiento 
temporal no cuenta con las condiciones adecuadas para el cultivo ni para 
la práctica de sus actividades tradicionales de subsistencia, tales como 
caza, pesca y recolección. Asimismo, en este asentamiento los miembros 
de la Comunidad Yakye Axa ven imposibilitado el acceso a una vivienda 
adecuada dotada de los servicios básicos mínimos, así como a agua lim-
pia y servicios sanitarios.

165. Estas condiciones impactan negativamente en la debida nutrición 
de los miembros de la Comunidad que se encuentran en este asentamien-
to (supra párr. 50.97). A ello se suma, tal como ha sido probado en el 
presente caso (supra párrs. 50.98 y 50.99), las especiales deficiencias en 
la educación que reciben los niños y la inaccesibilidad física y econó-
mica a la atención de salud en la que se encuentran los miembros de la 
Comunidad.

166. Al respecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales de las Naciones Unidas en su Observación General 14 sobre el 
derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud señaló que

[l]os pueblos indígenas tienen derecho a medidas específicas que les per-
mitan mejorar su acceso a los servicios de salud y a las atenciones de la 
salud. Los servicios de salud deben ser apropiados desde el punto de vista 
cultural, es decir, tener en cuenta los cuidados preventivos, las prácticas 
curativas y las medicinas tradicionales […].

Para las comunidades indígenas, la salud del individuo se suele vincular 
con la salud de la sociedad en su conjunto y presenta una dimensión co-
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lectiva. A este respecto, el Comité considera que […] la […] pérdida por 
esas poblaciones de sus recursos alimenticios y la ruptura de su relación 
simbiótica con la tierra, ejercen un efecto perjudicial sobre la salud de esas 
poblaciones.39

167. Las afectaciones especiales del derecho a la salud, e íntimamente 
vinculadas con él, las del derecho a la alimentación y el acceso al agua 
limpia impactan de manera aguda el derecho a una existencia digna y las 
condiciones básicas para el ejercicio de otros derechos humanos, como el 
derecho a la educación o el derecho a la identidad cultural. En el caso de los 
pueblos indígenas el acceso a sus tierras ancestrales y al uso y disfrute de 
los recursos naturales que en ellas se encuentran están directamente vincu-
lados con la obtención de alimento y el acceso a agua limpia. Al respecto, 
el citado Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha des-
tacado la especial vulnerabilidad de muchos grupos de pueblos indígenas 
cuyo acceso a las tierras ancestrales puede verse amenazado y, por lo tanto, 
su posibilidad de acceder a medios para obtener alimento y agua limpia.40

168. En el capítulo anterior, este Tribunal estableció que el Estado no 
había garantizado el derecho de los miembros de la Comunidad Yakye 
Axa a la propiedad comunitaria. La Corte considera que este hecho ha 
afectado el derecho a una vida digna de los miembros de la Comunidad, 
ya que los ha privado de la posibilidad de acceder a sus medios de sub-
sistencia tradicionales, así como del uso y disfrute de los recursos natu-
rales necesarios para la obtención de agua limpia y para la práctica de la 
medicina tradicional de prevención y cura de enfermedades. A esto se 
suma que el Estado no ha adoptado las medidas positivas necesarias que 
permitan asegurar a los miembros de la Comunidad Yakye Axa, durante 
el período que han permanecido sin territorio, las condiciones de vida 
compatibles con su dignidad, a pesar de que el 23 de junio de 1999 el Pre-
sidente del Paraguay emitió el Decreto No. 3.789 que declaró en estado 
de emergencia a la Comunidad (supra párr. 50.100).

39		 UN. Doc. E/C.12/2000/4. El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud 
(artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), 
(22º período de sesiones, 2000), párr. 27.

40		 Cfr. U.N. Doc. E/C.12/1999/5. El derecho a una alimentación adecuada (art. 11), 
(20º período de sesiones, 1999), párr. 13, y U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.7 at 117. El dere-
cho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales), (29º período de sesiones 2002), párr. 16.
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169. La Corte reconoce y valora positivamente las iniciativas tomadas 
por el Paraguay para proporcionar alimento, atención médico-sanitaria y 
materiales educativos a los miembros de la Comunidad Yakye Axa (su-
pra párrs. 50.100 a 50.105), sin embargo, considera que estas medidas no 
han sido suficientes ni adecuadas para revertir su situación de vulnerabi-
lidad, dada la particular gravedad del presente caso.

170. Por otro lado, el Estado ha argumentado que los miembros de 
la Comunidad Yakye Axa están a la vera del camino por “una decisión 
propia o inducida” por sus representantes que no puede serle atribuida, 
ya que por el contrario ha ofrecido soluciones alternativas de reasenta-
miento, donde sea posible establecer alguna forma de atención médica 
y sanitaria en beneficio de los miembros de la Comunidad, mientras se 
resuelve su solicitud de reivindicación de tierras.

171. Esta Corte ha tenido por probado que una parte importante de la 
Comunidad Yakye Axa salió voluntariamente de su antiguo asentamiento 
en la Estancia “El Estribo” en el año 1996, con el objetivo de recuperar 
las tierras que consideran propias, de las cuales partieron en el año 1986 
(supra párrs. 50.13 y 50.92 ). Ante la prohibición de ingresar al territorio 
reclamado, los miembros de la Comunidad decidieron instalarse frente a 
éste, al costado de una carretera nacional, como parte de su lucha por la 
reivindicación de su territorio. Si bien el Estado ha ofrecido trasladarlos 
temporalmente a otras tierras, estas ofertas han sido rechazadas, ya que, 
según los miembros de la Comunidad, no fueron consultados debidamen-
te, tomando en consideración el significado que para ellos tiene perma-
necer en esas tierras, o bien, se hubiesen producido conflictos con otras 
comunidades indígenas (supra párrs. 39.a y 50.61).

172. La Corte no puede dejar de señalar la especial gravedad que re-
viste la situación de los niños y los ancianos de la Comunidad Yakye Axa. 
En otras oportunidades, este Tribunal ha establecido que en materia de 
derecho a la vida de los niños, el Estado tiene, además de las obligacio-
nes señaladas para toda persona, la obligación adicional de promover las 
medidas de protección a las que se refiere el artículo 19 de la Convención 
Americana. Por una parte, debe asumir su posición especial de garante 
con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas especiales 
orientadas en el principio del interés superior del niño.41 En el presente 

41		 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 38, párr. 160; Caso de 
los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 30, párrs. 124, 163-164, y 171; Caso Bula-
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caso, el Estado tiene la obligación, inter alia, de proveer a los niños de la 
Comunidad de la condiciones básicas orientadas a asegurar que la situa-
ción de vulnerabilidad en que se encuentra su Comunidad por la falta de 
territorio, no limitará su desarrollo o destruirá sus proyectos de vida.42

175. En lo que se refiere a la especial consideración que merecen las 
personas de edad avanzada, es importante que el Estado adopte medidas 
destinadas a mantener su funcionalidad y autonomía, garantizando el de-
recho a una alimentación adecuada acceso a agua limpia y a atención de 
salud. En particular, el Estado debe atender a los ancianos con enferme-
dades crónicas y en fase terminal, ahorrándoles sufrimientos evitables. 
En este caso, se debe tomar en consideración que en la Comunidad indí-
gena Yakye Axa la transmisión oral de la cultura a las nuevas generacio-
nes está a cargo principalmente de los ancianos (supra párr. 50.111).

176. En consecuencia con lo dicho anteriormente, la Corte declara que 
el Estado violó el artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación 
con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los miembros de la Co-
munidad Yakye Axa, por no adoptar medidas frente a las condiciones que 
afectaron sus posibilidades de tener una vida digna.

177. Finalmente, la Comisión y los representantes alegaron que el Es-
tado es responsable por la muerte de dieciséis miembros de la Comuni-
dad Yakye Axa por causas que habrían podido evitarse con una adecuada 
alimentación y asistencia médica, y como consecuencia de la falta de 
respuesta adecuada y oportuna del Estado al reclamo de la Comunidad de 
su tierra ancestral. De conformidad con el artículo 4.1 de la Convención 
toda persona tiene derecho a que se respete y garantice su vida y a no ser 
privado de ella arbitrariamente. Si bien esta Corte considera que, en ge-
neral, la obligación de respetar y garantizar la vida de las personas sujetas 
a su jurisdicción tiene relación con la responsabilidad del Estado que se 
puede derivar de su acción u omisión, en el caso de la alegada responsa-
bilidad por la muerte de las dieciséis personas, esta Corte no dispone de 

cio, supra nota 9, párrs. 126 y 134; y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales 
y otros), supra nota 20, párrs. 146 y 191. En el mismo sentido, cfr. Condición Jurídica 
y Derechos Humanos del Niño, Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002, 
Serie A, No. 17, párrs. 56 y 60.

42		 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 38, párr. 160; Condi-
ción Jurídica y Derechos Humanos del Niño, supra nota 97, párrs. 80-81, 84, y 86-88, y 
Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 20, párr. 196.
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los elementos probatorios suficientes como para establecer las causas de 
los mencionados fallecimientos.

178. En consonancia con lo dicho anteriormente, la Corte declara que 
no cuenta con elementos probatorios suficientes para demostrar la viola-
ción del Derecho a la Vida consagrado en el artículo 4.1 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de Griselda Flo-
res, Alcides Morel Chávez, Mauro Fernández, S/N Sosa Chávez, Adolfo 
Ramírez, Isabel García de Ramírez, Justina Chávez, Ramón Chávez, S/N 
Morel Chávez, S/N Morel Chávez, Santiago Gómez, María Adela Flo-
res Gómez, Severa Benítez Alvarenga, Ignacio Torales, Silvino Martínez 
Gómez e Hilario Gómez, miembros de la Comunidad indígena Yakye 
Axa.

B) Reparaciones

Obligación de reparar (aplicación del artículo 63.1) 
(consideraciones generales, restitutio in integrum)

179. De conformidad con el análisis realizado en los capítulos prece-
dentes, la Corte ha declarado, con base en los hechos del caso, la vio-
lación del artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, y de los artículos 21, 8o. y 25 de la Convención 
Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2o. de la misma, en per-
juicio de los miembros de la Comunidad indígena Yakye Axa. La Corte 
ha establecido, en varias ocasiones, que toda violación de una obligación 
internacional que haya producido un daño comporta el deber de repararlo 
adecuadamente.43 A tales efectos, el artículo 63.1 de la Convención Ame-
ricana establece que:

Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en 
[la] Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el 
goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello 
fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situa-
ción que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una 
justa indemnización a la parte lesionada.

43		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 120; Caso Huilca Tecse. Sentencia del 3 de 
marzo de 2005, Serie C, No. 121, párr. 86, y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra 
nota 1, párr. 133. 
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180. Tal como lo ha señalado la Corte, el artículo 63.1 de la Conven-
ción Americana refleja una norma consuetudinaria que constituye uno de 
los principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo 
sobre la responsabilidad de los Estados. De esta manera, al producirse un 
hecho ilícito imputable a un Estado, surge de inmediato la responsabili-
dad internacional de éste por la violación de la norma internacional de 
que se trata, con el consecuente deber de reparación y de hacer cesar las 
consecuencias de la violación.44

181. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obli-
gación internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitu-
ción (restitutio in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de 
la situación anterior a la violación. De no ser esto posible, cabe al tribu-
nal internacional determinar una serie de medidas para que, además de 
garantizar el respeto de los derechos conculcados, se reparen las con-
secuencias que produjeron las infracciones y se establezca el pago de 
una indemnización como compensación por los daños ocasionados.45 La 
obligación de reparar, que se regula en todos los aspectos (alcance, natu-
raleza, modalidades y determinación de los beneficiarios) por el Derecho 
Internacional, no puede ser modificada o incumplida por el Estado obli-
gado, invocando disposiciones de su derecho interno.46

182. Las reparaciones, como el término lo indica, consisten en las me-
didas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones come-
tidas. Su naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en los pla-
nos tanto material como inmaterial. Las reparaciones no pueden implicar 
ni enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus sucesores.47

183. De conformidad con los elementos probatorios recogidos durante 
el proceso y a la luz de los anteriores criterios, la Corte procede a anali-
zar las pretensiones presentadas por la Comisión y por los representantes 
y las consideraciones del Estado respecto de las reparaciones, con el ob-
jeto de determinar, en primer lugar, quiénes son los beneficiarios de las 

44		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 121; Caso Huilca Tecse, supra nota 47, párr. 
87, y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 134.

45		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 122; Caso Huilca Tecse, supra nota 47, párr. 
88, y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 135. 

46		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 122; Caso Huilca Tecse, supra nota 47, párr. 
88, y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 135.

47		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 123; Caso Huilca Tecse, supra nota 47, párr. 
89, y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 136.
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reparaciones, para luego disponer las medidas de reparación de los daños 
materiales e inmateriales y, por último, lo relativo a costas y gastos.

A) Beneficiarios (significación colectiva de la reparación)

188. En el presente caso, la Corte comparte el criterio de la Comisión y 
los representantes en el sentido de que las reparaciones adquieren una es-
pecial significación colectiva. Al respecto, este Tribunal consideró en un 
caso que involucraba pueblos indígenas que “la reparación individual tie-
ne como un componente importante las reparaciones que esta Corte otor-
ga más adelante a los miembros de las comunidades en su conjunto”.48

189. Sin perjuicio de ello, la Corte considera que los beneficiarios de 
las reparaciones que se ordenan en la presente Sentencia son los miem-
bros de la Comunidad indígena Yakye Axa, detallados en la lista obrante 
en el anexo A de esta Sentencia.

B) Daño material (concepto, alcance)

193. El daño material supone la pérdida o detrimento de los ingresos 
de las víctimas, los gastos efectuados con motivo de los hechos y las 
consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los 
hechos del caso sub judice,49 para lo cual, la Corte, cuando corresponde, 
fija un monto indemnizatorio que busca compensar las consecuencias 
patrimoniales de las violaciones que han sido declaradas. En la presente 
Sentencia, para resolver las pretensiones sobre el daño material, la Corte 
tendrá en cuenta el acervo probatorio de este caso, la jurisprudencia del 
propio Tribunal y los argumentos de las partes.

194. El Tribunal considera que en el presente caso la indemnización 
por el daño material debe comprender los gastos en que incurrieron los 
miembros de la Comunidad Yakye Axa en las diversas gestiones que rea-
lizaron con el fin de recobrar las tierras que consideraban como propias, 
tales como movilizaciones y traslados a distintas dependencias estatales 
(supra párr. 50.106). La Corte estima que el Estado debe otorgar una in-

48		 Cfr. Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones, supra nota 34, párr. 86.	
49		 Cfr. Caso Huilca Tecse, supra nota 47, párr. 93; Caso de las Hermanas Serrano 

Cruz, supra nota 1, párr. 150, y Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 
38, párr. 283.
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demnización por dichos gastos, pues tienen un nexo causal directo con 
los hechos violatorios de este caso y no se trata de erogaciones realizadas 
por motivo del acceso a la justicia.50 (infra párr. 232).

195. Al respecto, la Corte toma nota de que algunos de dichos gastos 
fueron asumidos por la organización Tierraviva, representante de las víc-
timas, y que se trata de gastos generados como consecuencia de las vio-
laciones declaradas en esta Sentencia. En consecuencia, la Corte fija, en 
equidad, la cantidad de US$ 45.000,00 (cuarenta y cinco mil dólares de 
los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda paraguaya, 
por concepto de los referidos gastos en que incurrieron los miembros de 
la Comunidad Yakye Axa, algunos de los cuales fueron sufragados por 
Tierraviva. Dicha cantidad será puesta a disposición de los líderes de la 
Comunidad, quienes deberán reintegrar a la organización Tierraviva el 
monto que corresponda y el saldo restante será utilizado en lo que los 
miembros de la Comunidad indígena decidan conforme a sus propias ne-
cesidades y formas de decisión, usos, valores y costumbres.

C) Daño inmaterial (concepto, alcance, sentencia como 
forma de reparación, fondo de desarrollo comunitario)

199. El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las 
aflicciones causados a las víctimas directas y a sus allegados, el menos-
cabo de valores muy significativos para las personas, así como las altera-
ciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la 
víctima o su familia. No siendo posible asignar al daño inmaterial un pre-
ciso equivalente monetario, sólo puede, para los fines de la reparación in-
tegral a las víctimas, ser objeto de compensación, y ello de dos maneras. 
En primer lugar, mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega 
de bienes o servicios apreciables en dinero, que el Tribunal determine 
en aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad. Y, 
en segundo lugar, mediante la realización de actos u obras de alcance o 
repercusión públicos, tales como la transmisión de un mensaje de repro-
bación oficial a las violaciones de los derechos humanos de que se trata y 
de compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurrir y 
que tengan como efecto, entre otros, el reconocimiento de la dignidad de 

50		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 152.
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las víctimas.51 El primer aspecto de la reparación de los daños inmateria-
les se analizará en esta sección y el segundo en la siguiente.

200. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente 
que la sentencia constituye, per se, una forma de reparación. No obstan-
te, tomando en cuenta las circunstancias del presente caso, las alteracio-
nes de las condiciones de existencia de las víctimas y sus consecuencias 
de orden no material o no pecuniario, la Corte estima pertinente que los 
daños inmateriales deben ser reparados.52

201. Al valorar los daños inmateriales causados en el caso sub judice, 
la Corte ha tomado en consideración lo manifestado por el señor Albino 
Fernández en su declaración rendida ante fedatario público (supra párr. 
38.a), y por los señores Esteban López, Tomás Galeano e Inocencia Gó-
mez en sus testimonios rendidos ante este Tribunal durante la audiencia 
pública (supra párr. 39.a, 39.b y 39.c), en cuanto a que los daños ocasio-
nados a éstos son representativos de aquellos producidos al resto de las 
víctimas, quienes en su totalidad pertenecen a la Comunidad indígena 
Yakye Axa. Igualmente, esta Corte ha tomado en cuenta lo manifestado 
por los señores José Alberto Braunstein y Teresa de Jesús Vargas en sus 
declaraciones rendidas ante fedatario público (supra párr. 38.d y 38.e), y 
por los señores Rodrigo Villagra y Bartomeu Melia i Lliteres en sus de-
claraciones rendidas ante esta Corte durante la audiencia pública (supra 
párr. 39.e y 39.f).

202. Este Tribunal observa que la falta de concreción del derecho a 
la propiedad comunal de los miembros de la Comunidad Yakye Axa, así 
como las graves condiciones de vida a las que se han visto sometidos 
como consecuencia de la demora estatal en la efectivización de sus dere-
chos territoriales deben ser valoradas por la Corte al momento de fijar el 
daño inmaterial.

203. De igual forma, la Corte observa que la significación especial 
que la tierra tiene para los pueblos indígenas en general, y para la Comu-
nidad Yakye Axa en particular (supra párr. 137 y 154), implica que toda 
denegación al goce o ejercicio de los derechos territoriales acarrea el 
menoscabo de valores muy representativos para los miembros de dichos 
pueblos, quienes corren el peligro de perder o sufrir daños irreparables 

51		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 125; Caso Huilca Tecse, supra nota 47, párr. 
96, y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 156.

52		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 126; Caso Huilca Tecse, supra nota 47, párr. 
97, y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 157.
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en su vida e identidad cultural y en el patrimonio cultural a transmitirse 
a las futuras generaciones.

204. Asimismo, la Corte toma nota que el Estado se allanó parcial-
mente a la pretensión de los representantes de las víctimas respecto de la 
garantía de desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y 
culturales establecida en el artículo 26 de la Convención Americana, pero 
con la salvedad de que ello se ve sensiblemente afectado por las limita-
ciones propias del Paraguay en su condición de país de menor desarrollo 
relativo y por las inequidades del comercio internacional.

210. Teniendo en cuenta todo lo anterior, así como las distintas face-
tas del daño aducidas por la Comisión y por los representantes, la Corte, 
conforme a la equidad y basándose en una apreciación prudente del daño 
inmaterial, estima pertinente que el Estado deberá crear un programa y 
un fondo de desarrollo comunitario que serán implementados en las tie-
rras que se entreguen a los miembros de la Comunidad, de conformidad 
con los párrafos 215 a 217 de esta Sentencia. El programa comunitario 
consistirá en el suministro de agua potable e infraestructura sanitaria. 
Además del referido programa, el Estado deberá destinar la cantidad de 
US $950.000,00 (novecientos cincuenta mil dólares de los Estados Uni-
dos de América), para un fondo de desarrollo comunitario, el cual con-
sistirá en la implementación de proyectos educacionales, habitacionales, 
agrícolas y de salud en beneficio de los miembros de la Comunidad. Los 
elementos específicos de dichos proyectos deberán ser determinados por 
un comité de implementación, que se describe a continuación, y deberán 
ser completados en un plazo de dos años, contados a partir de la entrega 
de las tierras a los miembros de la Comunidad indígena.

211. El comité al que se refiere el párrafo anterior estará encargado de 
determinar las modalidades de implementación del fondo de desarrollo, 
y estará conformado por tres miembros. El referido comité deberá con-
tar con un representante designado por las víctimas y otro por el Estado; 
el tercer miembro de dicho comité será designado de común acuerdo 
entre las víctimas y el Estado. Si dentro de los seis meses a partir de la 
notificación de la presente Sentencia el Estado y los representantes no 
hubieren llegado a un acuerdo respecto de la integración del comité de 
implementación, la Corte los convocará a una reunión para decidir sobre 
este asunto.

Otras formas de reparación (medidas de satisfacción y garantías de no 
repetición)
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210. En este apartado el Tribunal entrará a determinar aquellas medi-
das de satisfacción que buscan reparar el daño inmaterial, que no tienen 
alcance pecuniario, así como también dispondrá medidas de alcance o 
repercusión pública. Estas medidas tienen especial relevancia en el pre-
sente caso por el carácter colectivo de los daños ocasionados.53

a) Entrega de los territorios tradicionales a la Comunidad 
indígena Yakye Axa

211. Las violaciones a los derechos humanos ocasionadas a los miem-
bros de la Comunidad Yakye Axa declaradas en la presente Sentencia 
tienen como base común primordialmente la falta de materialización de 
los derechos territoriales ancestrales de los miembros de la Comunidad, 
cuya existencia no ha sido discutida por el Estado. Además, el Estado ha 
manifestado a lo largo del presente trámite ante la Corte su disposición 
de entregar tierras a los miembros de la Comunidad. Así, en su escrito de 
contestación a la demanda señaló que

[t]eniendo en cuenta el interés general que persigue la cuestión de fondo, 
aun no compartiendo los fundamentos de la demanda, el Estado de Para-
guay se allana al pedido de reparación y en consecuencia, dispondrá por 
medio de las autoridades competentes la restitución de las tierras de la [C]
omunidad peticionaria, dentro del territorio ancestral de la [C]omunidad, 
en la cantidad autorizada por la legislación vigente, es decir, 100 hectáreas 
por familia, para lo cual comprometerá recursos financieros que ya se han 
solicitado al Congreso de la Nación […].

El inmueble a ser entregado a la [C]omunidad será adquirido por el 
Estado en la forma y condiciones que le permita la legislación vigente, sin 
afectar derechos de terceros igualmente protegidos por esta, y la Conven-
ción Americana, por lo que no compromete ningún tipo de confiscación ni 
expropiación ilegítima […].

212. El Estado agregó que

ratifica su disposición de entregar a título gratuito a la Comunidad Yakye 
Axa, tal y como lo dispone la Constitución Nacional y la legislación vigen-
te, la cantidad de 7.901 hectáreas a favor de la citada [C]omunidad, den-

53		 Cfr. Caso Caesar, supra nota 1, párr. 129; Caso Huilca Tecse, supra nota 47, párr. 
102, y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 165.
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tro de su territorio delimitado en el Chaco paraguayo, asiento tradicional 
del pueblo Enxet-Lengua, siempre dentro de lo que la legislación nacio-
nal permite y sin afectar derechos de terceros que justifiquen derechos de 
propiedad y racional explotación, ya sea por la adquisición consensuada 
con los propietarios de tales tierras o expropiación según las leyes de la 
República.

213. En los alegatos orales vertidos en la audiencia pública del presen-
te caso, el Estado señaló que

no es cualquier tierra […] la que el Estado pretende otorgarles a los miem-
bros de esta [C]omunidad. Es la tierra que ellos determinen en su momento 
dentro del territorio ancestral y dentro de lo que esa comunidad Chanawat-
san en su momento ha manifestado ser parte de ese territorio, que por cier-
to reitero, es mucho más amplio que las dieciocho mil hectáreas que hoy 
se reclama como un territorio insustituible […].

214. En sus alegatos finales escritos el Estado

reiter[ó] su voluntad indeclinable de dar solución definitiva al caso en 
cuestión mediante la negociación directa con la Comunidad […] en el sen-
tido de otorgar a la Comunidad Yakye Axa, una extensión de tierra acorde 
con sus necesidades comunitarias, conforme con la Constitución Nacional, 
el Convenio [No.] 169 de la OIT y la legislación especial respectiva, den-
tro del territorio CHANAWATSAN.

215. A la Corte no le compete determinar cuál es el territorio tradicio-
nal de la Comunidad indígena Yakye Axa, pero sí establecer si el Estado 
ha respetado y garantizado el derecho a la propiedad comunal de sus 
miembros, como en efecto lo ha hecho en la presente Sentencia (supra 
párrs. 123 a 156). Por la razón anterior, corresponde al Estado delimitar, 
demarcar, titular y entregar las tierras, de conformidad con los párrafos 
137 a 154 de la presente Sentencia.

216. Para ello, es necesario considerar que las víctimas del presente 
caso poseen hasta hoy conciencia de una historia exclusiva común; son 
la expresión sedentarizada de una de las bandas del pueblo indígena de 
los Chanawatsan, de la familia lingüística de los Lengua-Maskoy, que 
tenían un modo de ocupación tradicional de cazadores-recolectores (su-
pra párrs. 50.1, 50.2 y 50.3). La posesión de su territorio tradicional está 
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marcada de forma indeleble en su memoria histórica y la relación que 
mantienen con la tierra es de una calidad tal que su desvinculación de la 
misma implica riesgo cierto de una pérdida étnica y cultural irreparable, 
con la consecuente vacante para la diversidad que tal hecho acarrearía. 
Dentro del proceso de sedentarización, la Comunidad Yakye Axa adoptó 
una identidad propia relacionada con un espacio geográfico determinado 
física y culturalmente, que corresponde a una parte específica de lo que 
fue el vasto territorio Chanawatsan.

217. Por lo expuesto, el Estado deberá identificar ese territorio tradi-
cional y entregarlo de manera gratuita a la Comunidad Yakye Axa, en 
un plazo máximo de tres años contados a partir de la notificación de la 
presente Sentencia. En caso de que el territorio tradicional se encuentre 
en manos privadas, el Estado deberá valorar la legalidad, necesidad y 
proporcionalidad de la expropiación o no de esas tierras con el fin de 
lograr un objetivo legítimo en una sociedad democrática, conforme a lo 
expuesto en los párrafos 144 a 154 de esta Sentencia. Para ello, deberá 
tomar en cuenta las particularidades propias de la Comunidad indígena 
Yakye Axa, así como sus valores, usos, costumbres y derecho consuetu-
dinario. Si por motivos objetivos y fundamentados, la reivindicación del 
territorio ancestral de los miembros de la Comunidad Yakye Axa no fuera 
posible, el Estado deberá entregarle tierras alternativas, que serán electas 
de modo consensuado con la Comunidad, conforme a sus propias formas 
de consulta y decisión, valores, usos y costumbres. En uno u otro caso, la 
extensión de las tierras deberá ser la suficiente para garantizar el mante-
nimiento y desarrollo de la propia forma de vida de la Comunidad.

218. A efectos de dar cumplimiento a lo señalado en el párrafo anterior, 
el Estado, de ser necesario, deberá crear un fondo destinado exclusiva-
mente a la adquisición de las tierras a entregarse a la Comunidad Yakye 
Axa, en un plazo máximo de un año contado a partir de la notificación de 
la presente Sentencia, fondo que será destinado bien sea para la compra 
de la tierra a propietarios particulares o para el pago de una justa indem-
nización a los perjudicados en caso de expropiación, según corresponda.

b) Suministro de bienes y servicios básicos

219. La Comisión y los representantes en sus escritos principales ma-
nifestaron la necesidad de brindar servicios básicos a los miembros de la 
Comunidad indígena Yakye Axa, incluyendo agua potable e infraestruc-
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tura sanitaria, un centro de salud y un establecimiento escolar. Igualmen-
te evidenciaron la necesidad de entregar atención médica y educacional 
pertinente culturalmente en forma permanente a los miembros de la Co-
munidad, teniendo presente las costumbres y tradiciones de la misma. 
Por su parte, el Estado señaló que

se allana igualmente a la solicitud de establecimiento de un puesto de sa-
lud, una escuela, provisión de agua potable e infraestructura sanitaria para 
la Comunidad, en el lugar que el Estado pueda establecer dichos servicios 
lo más cercano posible de un asentamiento provisorio.

220. El Estado agregó que

en lo posible se allana [al pedido de entregar] atención médica y edu-
cacional conforme a los planes de educación y de salud previstos por el 
Estado.

221. En vista de lo anterior, el Tribunal dispone que, mientras la Co-
munidad se encuentre sin tierras, dado su especial estado de vulnerabili-
dad y su imposibilidad de acceder a sus mecanismos tradicionales de sub-
sistencia, el Estado deberá suministrar, de manera inmediata y periódica, 
agua potable suficiente para el consumo y aseo personal de los miembros 
de la Comunidad; brindar atención médica periódica y medicinas ade-
cuadas para conservar la salud de todas las personas, especialmente los 
niños, niñas, ancianos y mujeres embarazadas, incluyendo medicinas y 
tratamiento adecuado para la desparasitación de todos los miembros de 
la Comunidad; entregar alimentos en cantidad, variedad y calidad sufi-
cientes para que los miembros de la Comunidad tengan las condiciones 
mínimas de una vida digna; facilitar letrinas o cualquier tipo de servicio 
sanitario adecuado a fin de que se maneje efectiva y salubremente los 
desechos biológicos de la Comunidad; y dotar a la escuela ubicada en el 
asentamiento actual de la Comunidad, con materiales bilingües suficien-
tes para la debida educación de sus alumnos.

c) Adecuación de la legislación interna a la Convención 
Americana

222. En el presente caso, la Corte estableció que el Paraguay violó los 
artículos 8o., 21 y 25 de la Convención en relación con los artículos 1.1 
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y 2o. de la misma, por la falta de efectividad de la legislación nacional 
para satisfacer los derechos territoriales de las víctimas consagrados en 
la Constitución paraguaya.

223. El Estado señaló al respecto que

es necesario que una nueva ley contemple la situación de los pueblos indí-
genas cuya necesidad de tierra propia tiene además la connotación de ser 
necesarias para el desarrollo de su peculiar estilo de vida.

224. Y agregó que

se allana igualmente al pedido de implementar una legislación que con-
temple un recurso efectivo y rápido que dilucide una situación de colisión 
de derechos como se plantea en el caso Yakye Axa y otras comunidades 
del pueblo Enxet Lengua para lo cual promoverá las consultas a los benefi-
ciarios directos, los pueblos indígenas, conforme lo establece el Convenio 
[No.] 169 [de la OIT], y una vez consensuado el proyecto de ley se dará 
trámite ante el Congreso de la Nación […].

225. La Corte considera que es necesario que el Estado garantice el 
goce efectivo los derechos reconocidos en su Constitución Política y en 
su legislación, de conformidad con la Convención Americana. En conse-
cuencia, el Estado, en un plazo razonable, deberá adoptar en su derecho 
interno, según lo dispuesto en el artículo 2o. de la Convención America-
na, las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter 
que sean necesarias para crear un mecanismo eficaz de reclamación de 
tierras ancestrales de los pueblos indígenas que haga cierto su derecho 
de propiedad y que tenga en cuenta su derecho consuetudinario, valores, 
usos y costumbres.

d) Acto público de reconocimiento de responsabilidad 
internacional

226. Como lo ha dispuesto en otros casos,54 la Corte considera nece-
sario, con el fin de reparar el daño causado a las víctimas, que el Estado 
realice un acto público de reconocimiento de su responsabilidad, acor-
dado previamente con las víctimas y sus representantes, en relación con 

54		 Cfr. Caso Huilca Tecse, supra nota 47, párr. 111; Caso de las Hermanas Serrano 
Cruz, supra nota 1, párr. 194, y Caso Carpio Nicolle y otros, supra nota 14, párr. 136.
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las violaciones declaradas en esta Sentencia. Este acto deberá realizarse 
en el asiento actual de la Comunidad Yakye Axa, en una ceremonia pú-
blica, con la presencia de altas autoridades del Estado y de los miembros 
de la Comunidad que residen en otras zonas, acto en el cual se debe dar 
participación a los líderes de la Comunidad.55 El Estado debe disponer 
los medios necesarios para facilitar la presencia de dichas personas en el 
acto mencionado.56 Además, el Estado debe realizar dicho acto tanto en 
el idioma enxet como en el idioma español o guaraní y difundirlo a través 
de los medios de comunicación.57 En ese acto el Estado debe tomar en 
cuenta las tradiciones y costumbres de los miembros de la Comunidad. 
Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un año, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia.

e) Publicación y difusión de las partes pertinentes 
de la Sentencia de la Corte

227. Como lo ha ordenado en otras oportunidades,58 la Corte estima 
que, como medida de satisfacción, el Estado debe publicar dentro del pla-
zo de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, 
al menos por una vez, en el Diario Oficial y en otro diario de circulación 
nacional, tanto la sección denominada Hechos Probados como los puntos 
resolutivos Primero a Décimo Cuarto de esta Sentencia. Asimismo, el 
Estado deberá financiar la transmisión radial del contenido de los párra-
fos 50.12 a 50.16, 50.18, 50.22, 50.24, 50.58, 50.59 y 50.92 a 50.100 del 
capítulo VI de Hechos Probados, de los párrafos 135, 154, 155, 161, 162, 
169, 172 y 175 de los capítulos IX y X, y de los puntos resolutivos Prime-
ro a Décimo Cuarto de la presente Sentencia, en idioma enxet y guaraní o 
español, en una radio a la cual tengan acceso los miembros de la Comu-
nidad Yakye Axa. La transmisión radial deberá efectuarse al menos por 
cuatro ocasiones con un intervalo de dos semanas entre cada una.

55		 Cfr. Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones, supra nota 34, párr. 100.
56		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 194, y Caso Masacre 

Plan de Sánchez. Reparaciones, supra nota 34, párr. 100.
57		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 194; Caso Masacre 

Plan de Sánchez. Reparaciones, supra nota 34, párr. 100, y Caso Myrna Mack Chang, 
supra nota 9, párr. 278.

58		 Cfr. Caso Huilca Tecse, supra nota 47, párr. 96; Caso de las Hermanas Serrano 
Cruz, supra nota 1, párr. 194, y Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 1, párr. 240.
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Costas y gastos

231. Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores,59 
las costas y gastos están comprendidos dentro del concepto de reparación 
consagrado en el artículo 63.1 de la Convención Americana, puesto que 
la actividad desplegada por las víctimas y sus representantes con el fin de 
obtener justicia, tanto a nivel nacional como internacional, implica ero-
gaciones que deben ser compensadas cuando la responsabilidad interna-
cional del Estado es declarada mediante una sentencia condenatoria. En 
cuanto a su reembolso, corresponde al Tribunal apreciar prudentemente 
su alcance, que comprende los gastos generados ante las autoridades de 
la jurisdicción interna, así como los generados en el curso del proceso 
ante el sistema interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias del 
caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de la protec-
ción de los derechos humanos. Esta apreciación puede ser realizada con 
base en el principio de equidad y tomando en cuenta los gastos señalados 
por las partes, siempre que su quantum sea razonable.

232. La Corte toma en cuenta que los miembros de la Comunidad 
Yakye Axa actuaron a través de representantes, tanto en el ámbito inter-
no como ante la Comisión y esta Corte. A tal efecto, el Tribunal estima 
equitativo ordenar al Estado que pague la cantidad de US $15.000,00 
(quince mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente 
en moneda paraguaya, que deberá ser entregada a los líderes de la Co-
munidad, por concepto de costas y gastos en el proceso interno y en el 
procedimiento seguido ante el sistema interamericano de protección de 
los derechos humanos.

Modalidad de cumplimiento

233. Para dar cumplimiento a la presente Sentencia, el Estado deberá 
efectuar el pago de la indemnización por concepto de daño material (su-
pra párr. 195), el reintegro de costas y gastos (supra párr. 232), la crea-
ción del fondo destinado a la adquisición de tierras para la Comunidad 
(supra párr. 218), el acto público de reconocimiento de responsabilidad 

59		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 1, párr. 205; Caso Carpio 
Nicolle y otros, supra nota 14, párr. 143, y Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones, 
supra nota 34, párr. 115.
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internacional (supra párr. 226) y la publicación y difusión de los extrac-
tos de la presente Sentencia (supra párr. 227) dentro del plazo de un año. 
Asimismo, el Estado deberá identificar, delimitar, demarcar, titular y en-
tregar gratuitamente las tierras tradicionales de la Comunidad Yakye Axa 
o las tierras alternativas cuando lo anterior fuese imposible, conforme a 
los párrafos 211 a 217 de esta Sentencia, dentro de un plazo máximo de 
tres años. Todos estos plazos se contaran a partir de la notificación de la 
presente Sentencia.

234. Además, el Estado debe implementar el programa y el fondo de 
desarrollo comunitario en un plazo que no excederá dos años, contado a 
partir de la entrega de las tierras (supra párrs. 205 y 206). Mientras tan-
to, el Estado deberá suministrar inmediatamente y de manera periódica, 
agua, alimentos, atención médica, medicinas y materiales escolares a los 
miembros de la Comunidad (supra párr. 221).

235. El Estado deberá adoptar en su derecho interno las medidas ne-
cesarias para hacer efectivos los derechos consagrados en la Convención 
Americana, de conformidad con los términos del párrafo 225 de la pre-
sente Sentencia, dentro de un plazo razonable.

236. Los pagos correspondientes al reintegro de costas y gastos gene-
rados por las gestiones realizadas por los representantes de la Comunidad 
en el proceso interno así como en el internacional ante el sistema intera-
mericano de protección de los derechos humanos, se realizará según lo 
dispuesto en el párrafo 232 de la presente Sentencia.

237. El Estado puede cumplir sus obligaciones de carácter pecuniario 
mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o en una 
cantidad equivalente en moneda nacional del Estado, utilizando para el 
cálculo respectivo el tipo de cambio entre ambas monedas que esté vi-
gente en la plaza de Nueva York, Estados Unidos de América, el día an-
terior al pago.

238. Si por causas atribuibles a los beneficiarios de las indemnizacio-
nes no fuese posible que las reciban dentro del indicado plazo de un año, 
contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, el Estado con-
signará dichos montos a su favor en una cuenta o certificado de depósito 
en una institución bancaria paraguaya solvente, en dólares estadouniden-
ses y en las condiciones financieras más favorables que permitan la legis-
lación y la práctica bancaria. Si al cabo de diez años la indemnización no 
ha sido reclamada, la cantidad será devuelta al Estado con los intereses 
devengados.
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239. Los montos asignados en la presente Sentencia bajo los concep-
tos de indemnización del daño material e inmaterial y el reintegro de 
costas y gastos no podrán ser afectados, reducidos o condicionados por 
motivos fiscales actuales o futuros. En consecuencia, deberán ser entre-
gados a los beneficiarios en forma íntegra conforme a lo establecido en 
la Sentencia.

240. En caso de que el Estado incurriese en mora, deberá pagar un 
interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente al interés bancario 
moratorio en el Paraguay.

241. Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facultad 
inherente a sus atribuciones de supervisar el cumplimiento íntegro de la 
presente Sentencia. El caso se dará por concluido una vez que el Estado 
haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el presente fallo. Dentro 
del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, 
Paraguay deberá rendir a la Corte un primer informe sobre las medidas 
tomadas para darle cumplimiento.

Etapa de Interpretación de la Sentencia sobre Fondo, 
Reparaciones y costas

Corte I.D.H. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, solicitud de Inter-
pretación de la Sentencia sobre Fondo, Reparaciones y costas (art. 67 
Convención Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia del 6 de 
febrero de 2006, Serie C, No. 142.

Composición de la Corte*: Sergio García Ramírez, Presidente; Alirio 
Abreu Burelli, Vicepresidente; Oliver Jackman, Juez; Antônio A. Cança-
do Trindade, Juez; Cecilia Medina Quiroga, Jueza; Manuel E. Ventu-
ra Robles, Juez, y Diego García-Sayán, Juez, presentes, además, Pablo 
Saavedra Alessandri, Secretario, y Emilia Segares Rodríguez, Secretaria 
Adjunta.

Asuntos en discusión: C) Interpretación de la Sentencia: Admisibi-
lidad; Respecto del territorio a identificar (punto resolutivo sexto de la 
sentencia de fondo, reparaciones y costas); Respecto de los plazos para 
la identificación del territorio y para la constitución del fondo que pro-

*		 El Juez Diego García-Sayán informó a la Corte que, por motivos de fuerza mayor, 
no podría estar presente en la deliberación y firma de la presente Sentencia.
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veerá el dinero para su adquisición (punto resolutivo octavo de la sen-
tencia de fondo, reparaciones y costas).

C) Interpretación de la Sentencia

Admisibilidad

13. El artículo 29.3 del Reglamento establece que “[c]ontra las sen-
tencias y resoluciones de la Corte no procede ningún medio de impug-
nación”.

14. La Corte ha constatado que los representantes interpusieron la de-
manda de interpretación el 14 de octubre de 2005, dentro del plazo es-
tablecido en el artículo 67 de la Convención (supra párr. 11), ya que la 
Sentencia de fondo fue notificada a los representantes el 14 de julio de 
2005.

15. Por otro lado, tal como lo ha dispuesto anteriormente este Tribu-
nal, una demanda de interpretación de una sentencia no debe utilizarse 
como un medio de impugnación, sino únicamente debe tener como ob-
jeto desentrañar el sentido de un fallo cuando una de las partes sostiene 
que el texto de sus puntos resolutivos o de sus consideraciones carece 
de claridad o precisión, siempre y cuando esas consideraciones incidan 
en dicha parte resolutiva y, por tanto, no se puede pedir la modificación 
o anulación de la sentencia respectiva a través de una demanda de inter-
pretación.60

16. Asimismo, la Corte ha establecido que la demanda de interpreta-
ción de sentencia no puede consistir en el sometimiento de cuestiones de 
hecho y de derecho que ya fueron planteadas en su oportunidad procesal 
y sobre las cuales el Tribunal ya adoptó una decisión.61

60		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Solicitud de Interpretación de la Senten-
cia sobre Fondo, Reparaciones y costas (art. 67 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos), Sentencia del 9 de septiembre de 2005, Serie C, No. 131, párr. 14; Caso Lori 
Berenson Mejía. Solicitud de Interpretación de la Sentencia sobre Fondo, Reparaciones 
y Costas (art. 67 Convención Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia del 23 de 
junio de 2005, Serie C, No. 128, párr. 12, y Caso Juan Humberto Sánchez. Solicitud de 
Interpretación de la Sentencia sobre Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. 
(art. 67 Convención Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia del 26 de noviem-
bre de 2003, Serie C, No. 102, párr. 14.

61		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Solicitud de Interpretación de la Sen-
tencia sobre Fondo, Reparaciones y costas, supra nota 64, párr. 15; Caso Lori Berenson 
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17. Para analizar la procedencia de la demanda de interpretación pre-
sentada por los representantes y, en su caso, aclarar el sentido o alcance 
de la Sentencia de fondo emitida el 17 de junio de 2005, seguidamente la 
Corte Interamericana analizará de forma separada los dos aspectos plan-
teados por los representantes (supra párr. 6).

Respecto del territorio a identificar (punto resolutivo sexto 
de la sentencia de fondo, reparaciones y costas)

21. La Corte estima que es claro el alcance de lo dispuesto en la Sen-
tencia de fondo respecto a la entrega de los territorios tradicionales a la 
Comunidad Yakye Axa. Sin embargo, en aras de disipar las dudas de los 
representantes al respecto, el Tribunal considera conveniente establecer 
el sentido de lo dispuesto en el punto resolutivo sexto de la referida Sen-
tencia de fondo, en el cual se dispuso que el Estado deberá identificar el 
territorio tradicional de los miembros de dicha Comunidad y entregárse-
los de manera gratuita.

22. Lo dispuesto en el punto resolutivo sexto de la Sentencia de fondo 
debe entenderse tomando en cuenta lo declarado por la Corte en otras 
partes del mismo fallo, tales como los párrafos 50.4 a 50.6, 137 a 154, y 
211 a 217. Particularmente, en el párrafo 215 la Corte consideró que

no le compete determinar cuál es el territorio tradicional de la Comunidad 
indígena Yakye Axa, pero sí establecer si el Estado ha respetado y garanti-
zado el derecho a la propiedad comunal de sus miembros, como en efecto 
lo ha hecho en la […] Sentencia […]. Por la razón anterior, corresponde al 
Estado delimitar, demarcar, titular y entregar las tierras, de conformidad 
con los párrafos 137 a 154 de la […] Sentencia.

23. De esta forma, la Corte Interamericana dejó establecido con cla-
ridad que es el Estado a quien corresponde la tarea de la identificación 
del territorio de la Comunidad, y su posterior delimitación, demarcación, 
titulación y entrega, puesto que es el Estado el que posee los medios 
técnicos y científicos necesarios para la realización de dichas tareas. No 
obstante, como se desprende del Capítulo de Hechos Probados de la Sen-
tencia de fondo, ya existen ciertos recaudos y diligencias procesales ante 

Mejía. Solicitud de Interpretación de la Sentencia sobre Fondo, Reparaciones y Costas, 
supra nota 64, párr. 11, y Caso Juan Humberto Sánchez. Solicitud de Interpretación de la 
Sentencia sobre Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones, supra nota 64, párr. 40.
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las instituciones estatales competentes que se han elaborado con tal fin, 
lo que indudablemente deberá ser tomado en cuenta por el Estado a la 
hora de identificar el territorio y la extensión del mismo a entregarse a 
la Comunidad Yakye Axa. Asimismo, el Tribunal reconoció en el párrafo 
216 de la Sentencia de fondo, que “la posesión [del] territorio tradicional 
está marcada de forma indeleble en [la] memoria histórica [de los miem-
bros de la Comunidad Yakye Axa]”, y que dentro del proceso de sedenta-
rización, dicha Comunidad “adoptó una identidad propia relacionada con 
un espacio geográfico determinado física y culturalmente”. Esa memoria 
histórica e identidad propia deberán ser especialmente consideradas al 
identificarse el territorio a serles entregado.

24. Por otro lado, como se desprende del texto de la Sentencia de 
fondo emitida en el presente caso, la Corte previó la posibilidad de que, 
luego de concluidas las diligencias necesarias, las autoridades estatales 
competentes establezcan que el territorio tradicional de la Comunidad 
Yakye Axa corresponde a la totalidad o a una parcialidad de una o más 
propiedades que se encuentren en manos privadas. En efecto, de presen-
tarse tal supuesto, el párrafo 217 de la Sentencia de fondo dispone que el 
Estado “deberá valorar la legalidad, necesidad y proporcionalidad de la 
expropiación o no de esas tierras con el fin de lograr un objetivo legítimo 
en una sociedad democrática”, y que para ello, “deberá tomar en cuenta 
las particularidades propias de la Comunidad indígena Yakye Axa, así 
como sus valores, usos, costumbres y derecho consuetudinario”.

25. La Corte anticipó igualmente que “[s]i por motivos objetivos y 
fundamentados, la reivindicación del territorio ancestral de los miembros 
de la Comunidad Yakye Axa no fuera posible, el Estado deberá entregarle 
tierras alternativas, que serán electas de modo consensuado con la Co-
munidad, conforme a sus propias formas de consulta y decisión, valores, 
usos y costumbres”.62 Al respecto, debe tenerse en cuenta que, de con-
formidad con los párrafos 144 a 149 de la Sentencia de fondo, el hecho 
de que el territorio tradicional de la Comunidad se encuentre en manos 
privadas, no sería per ser un motivo “objetivo y fundamentado” que im-
pida la reivindicación.

26. De esta forma, el Tribunal deja establecido con claridad que la 
tarea de identificar el territorio tradicional de la Comunidad Yakye Axa 
corresponde al Paraguay. No obstante, dicha labor deberá atenerse a lo 

62		 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa. Sentencia del 17 de junio de 2005, Serie C, 
No. 125, párr. 217.
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dispuesto en la sentencia del Tribunal, en el sentido de que deberá tomar 
muy en cuenta los valores, usos, costumbres y derecho consuetudinario 
de los miembros de la Comunidad, que los ligan a un territorio determi-
nado. Asimismo, en lo que respecta a la entrega de dicho territorio, de 
darse el caso que luego del proceso de identificación se desprenda que se 
encuentra en manos privadas, el Estado deberá valorar la conveniencia 
de la expropiación del mismo, teniendo en cuenta la especial significa-
ción que éste tiene para la Comunidad. Finalmente, de darse motivos 
objetivos y fundamentados que imposibiliten que el Estado reivindique 
el territorio identificado como el tradicional de la Comunidad, deberá 
entregarle tierras alternativas, que serán electas de manera consensuada. 
En cualquiera de los casos, conforme se desprende del párrafo 217 de la 
Sentencia de fondo, “la extensión de las tierras deberá ser la suficiente 
para garantizar el mantenimiento y desarrollo de la propia forma de vida 
de la Comunidad”.

Respecto de los plazos para la identificación del territorio 
y para la constitución del fondo que proveerá el dinero 
para su adquisición (punto resolutivo octavo de la sentencia 
de fondo, reparaciones y costas)

31. La Corte ha constatado que el segundo aspecto al que se refirieron 
los representantes en su demanda de interpretación es una duda válida y, 
por tanto, admisible, por lo que el Tribunal pasa ahora a absolverla.

32. Los párrafos 215 a 217 de la Sentencia de fondo emitida por el 
Tribunal en el presente caso establecen que el Estado está obligado a 
identificar el territorio tradicional de la Comunidad Yakye Axa, delimi-
tarlo, demarcarlo, titularlo y entregarlo gratuitamente a la Comunidad 
en el plazo máximo de tres años contado a partir de la notificación de la 
Sentencia de fondo.

33. Por su parte, el párrafo 218 de la Sentencia de fondo establece que, 
a efectos de dar cumplimiento a lo anterior,

el Estado, de ser necesario, deberá crear un fondo destinado exclusiva-
mente a la adquisición de las tierras a entregarse a la Comunidad Yakye 
Axa, en un plazo máximo de un año contado a partir de la notificación de 
la […] Sentencia, fondo que será destinado bien sea para la compra de la 
tierra a propietarios particulares o para el pago de una justa indemnización 
a los perjudicados en caso de expropiación, según corresponda.
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34. Se desprende, entonces, que el Estado tiene una serie de obliga-
ciones que concluyen con la entrega definitiva de la tierra tradicional a la 
Comunidad Yakye Axa. Estas obligaciones estatales, por la propia natu-
raleza del trámite interno, son secuenciales: primero se debe identificar el 
territorio de la Comunidad, lo que a su vez significa establecer sus límites 
y demarcaciones, así como su extensión. Concluida la identificación del 
territorio y sus límites, de resultar que el mismo se encuentra en manos 
privadas, el Estado debe iniciar los procedimientos para su compra o 
valorar la conveniencia de expropiarlo, en los términos de los párrafos 
217 y 218 de la Sentencia de fondo. De darse motivos objetivos y funda-
mentados que imposibiliten que el Estado reivindique el territorio iden-
tificado como el tradicional de la Comunidad, deberá entregarle tierras 
alternativas, que serán electas de manera consensuada. Finalmente, sea 
que se expropien o se elijan de manera consensuada las tierras, el Estado 
debe titularlas y entregarlas física y formalmente a la Comunidad. Todos 
estos pasos deben darse en un plazo máximo de tres años.

35. Por su parte, el plazo de un año para la creación del fondo desti-
nado a la compra o expropiación de las tierras, en la eventualidad de que 
éstas se encuentren en manos privadas, tiene como objetivo asegurar la 
disponibilidad monetaria del Estado para la adquisición de tal territorio, 
y así, proseguir con las demás obligaciones señaladas en el párrafo an-
terior.

36. Lo deseable sería que el Estado haya identificado el territorio tra-
dicional de la Comunidad con anterioridad a la creación del fondo, de 
tal suerte que se presupueste la asignación del dinero necesario para su 
compra o eventual expropiación. No obstante, de no ser esto posible, el 
Estado, de conformidad con la Sentencia de fondo, debe crear el fondo 
que proveerá el dinero de todas maneras, y establecer una cantidad que 
asegure que el trámite de compra o expropiación no se vea afectado por 
falta de recursos.


